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OBJETIVOS 
 
 
 
 
General 
 
 
Valorar la importancia que tiene la capacitación de los jueces del departamento 
de Managua como elemento fundamental  en la eficaz aplicación del Código 
Procesal Penal de la República de Nicaragua  en su primer año de vigencia 
(2002-2003).  
 
 
Específicos 
 
1. Conocer los aspectos generales de la capacitación. 
 
2. Identificar los aspectos generales del Código Procesal Penal de la 
República de Nicaragua  desarrollados en  la capacitación de los jueces. 
 
3   Valorar la eficacia de la capacitación de los jueces del departamento                          
de Managua en la aplicación del Código Procesal Penal  de la República 
de Nicaragua. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                  
 
 
 
 
 
INTRODUCCIÓN 
 
 
    El derecho procesal penal siendo un conjunto de reglas y principios 
jurídicos que regulan la actividad de los operadores de justicia y de las partes, 
persigue hacer efectiva la tutela de los derechos y bienes jurídicos protegidos 
en el derecho penal sustantivo.  
 
    Nicaragua es el país con el Código Procesal Penal más moderno a nivel 
centro americano, tiene como propósito mejorar el sistema de justicia procesal 
penal transformándolo de un sistema inquisitivo a uno acusatorio, brindando así 
mejor garantía de los derechos inalienables establecidos en la Constitución 
Política de la República de Nicaragua.   
 
    Sin embargo una transformación procesal penal para impartir justicia 
requiere de capacitación constante dirigida a los operadores de justicia que se 
encargarán de su aplicación, constituyendo la capacitación  un proceso 
sistemático y organizado a través del cual se habilita al personal de las distintas 
instituciones que forman parte en la aplicación del CPP. 
 
    Es así que el presente trabajo aborda como fenómeno principal la 
capacitación de los jueces y la eficaz aplicación del Código Procesal Penal de 
la República de Nicaragua en su primer año de vigencia (2002-2003), estando 
el estudio constituido por tres capítulos que son: Los aspectos generales de la 
capacitación, los aspectos generales del CPP vinculado a la capacitación de 
los jueces, y por último, la eficacia de la aplicación del CPP en su primer año 
de vigencia. 
                                                    
 
 
 
 
 
 
 
 
                
    Conocidas las limitaciones económicas del sector justicia, pero más 
importante que los recursos es la cultura democrática, que implica la conciencia 
del derecho como forma de coordinación de la vida en sociedad y de que las 
penas solo pueden imponerse como resultado de un proceso justo, en el que el 
acusado,   ha contado con defensa técnica  y  la oportunidad de haber sido 
oído, citado y vencido. Es por este motivo que planteamos el siguiente 
problema: Incide la capacitación de los jueces del departamento de Managua 
en la eficaz aplicación del CPP. 
 
    El interés de realizar esta investigación  alrededor  del problema y tema 
plantados, ha sido motivado por el cambio en nuestro ordenamiento jurídico 
procesal penal, lo que ha causado un descontento a un sector de los  
funcionarios judiciales, ya que estos  estaban acostumbrados al formalismo del 
vetusto código de Instrucción Criminal y la natural  resistencia  a  cambios, que 
implican mayor esfuerzo, capacitación y descodificación de  una  estructura  
lógica jurídica  del pensamiento y el actuar como juez, ayer  inquisitivo  hoy 
garantista,  en un sistema adversario, donde  ya no será  juez y  parte.  
 
    A través de la capacitación se logra el aprendizaje, la adquisición de 
nuevos conocimientos, aptitudes, habilidades y destrezas;  que son tan 
necesarias en la correcta aplicación del Código Procesal Penal.  Es así que 
para desarrollar nuestra investigación nos planteamos la siguiente hipótesis: 
“La capacitación de los jueces del departamento de Managua  es un elemento 
determinante en la eficaz aplicación del CPP de Nicaragua.” 
 
    El diseño metodológico que se utilizó en esta investigación, según el 
nivel de conocimiento fue explicativa porque se trata de un trabajo de campo en 
el que fue necesario tener un mayor grado de conocimiento y profundidad del 
fenómeno que se estudio,  en este caso es la capacitación de los jueces y la 
aplicación del CPP, detectando así la relación causa efecto. 
 
                                                                
 
 
 
 
 
 
Según el tiempo es transversal, ya que está dirigida en un tiempo 
específico para describir el fenómeno, en este caso es el primer año de 
vigencia del CPP (2002 – 2003). 
 
Según la tipología se realizó mediante la investigación empírica, por lo 
que intereso  conocer la capacitación de los jueces como elemento 
fundamental en la eficaz aplicación del CPP como un nuevo sistema de justicia 
procesal penal y  según el método, se aplicó el exegético de la investigación 
empírica, para conocer la eficacia de la capacitación  en la aplicación del CPP. 
 
    Los instrumentos que se utilizaron fueron la guía de observación en las 
instalaciones que se visitaron como entes encargados de la aplicación del 
Código Procesal Penal, las entrevistas y las encuestas. 
 
    La población total fue de  240 Personas tomándose como muestra el 
16.66% para ser analizada, que representa 40 Personas, siendo el tipo de 
muestreo no probabilístico por cuota.  
 
 
    Una vez finalizada nuestra investigación se pretende, proporcionar datos 
concretos y necesarios que  permitan determinar la incidencia de la 
capacitación de los jueces en la eficaz aplicación del Código Procesal Penal de 
la República de Nicaragua. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANTECEDENTES 
 
 
El cambio de un sistema de justicia procesal penal en nuestro país en 
los últimos dos años ha requerido que se capacitaran a los distintos operadores 
del Sistema que por su esencia misma es totalmente diferente al sistema 
inquisitivo en donde el juez era juzgador y acusador al mismo tiempo, no se 
brindaban las garantías procesales que expresa la Constitución Política de la 
República de Nicaragua, siendo por estas y otras razones que  antes de que 
entrará en vigencia el nuevo CPP el legislador por medio de la Escuela Judicial 
de la CSJ se ve en la necesidad de capacitar a todos los operadores, en 
especial a los jueces quienes son los garantes del cumplimiento de la 
Constitución Política de la República de Nicaragua y del Código Procesal Penal 
de la República de Nicaragua, que con la ayuda de organismos internacionales 
se logro dar a conocer el contenido de este último, sus principios, lineamientos, 
contenidos  y técnicas de oralidad, por ser este un sistema novedoso, 
acusatorio, oral y público. 
 
Dentro de las actividades de capacitación en este período se 
encuentran: 
 
El seminario intensivo en el CPP dirigido a 588 participantes entre ellos 
los funcionarios judiciales en el período de noviembre a diciembre del año 
2000, auspiciado por el proyecto CAJ/FIU.1 
 
El Programa de “Formación de Capacitadores y Divulgación del 
Proyecto del Código Procesal Penal”, realizado en forma de maestría en 
derecho procesal penal con énfasis en el sistema acusatorio, oral y público, 
auspiciado por el Proyecto de Reforma y Modernización Normativa CAJ/FIU- 
 
                                                 
1 Carmen Rodríguez A.,  Más de 6 años modernizando la justicia nicaragüense, 68. 
 
 
 
 
 
USAID en la Universidad Nacional Autónoma de León, Nicaragua en marzo del 
2002.2 
 
El curso Introducción al cargo de Juez de Audiencia.  Realizado en la 
Escuela Judicial del 01 al 11 de julio del 2003, en coordinación con el Proyecto 
CAJ/FIU-USAID.3 
 
Curso Introducción al CPP.  Grupo No. 1.  Para jueces locales y 
suplentes.  Sede central Escuela Judicial.  Del 11 al 15 de agosto del 2003.  
Auspiciado por: Proyecto Reforma y Modernización Normativa en Nicaragua 
(CAJ/FIU-USAID.).  Unidos: CSJ- ESCUELA JUDICIAL- CAJ/FIU.USAID-
INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS (IIDH)4. 
 
Curso Introducción al CPP. Grupo No. 2. Para jueces locales y 
suplentes. Sede central Escuela Judicial. Del 25 al 29 de agosto del 2003.5 
 
Así mismo, en una jornada de derecho penal y derecho procesal penal 
realizada en la UCA, la magistrada Yadira Centeno presidenta de la CSJ, en 
ese entonces,   expuso que dentro de los avances en este nuevo sistema de 
justicia procesal penal están: la realización de 33 actividades de capacitación 
intensiva que realizo la Escuela Judicial a 970 personas, estas jornadas de 
capacitación intensiva se efectuaron en diciembre del año 2002; también se 
realizaron 15 cursos de CPP dirigido a todos los sectores en el  año 2003.6 
  
 
 
 
 
 
                                                 
2 Fuente: Proyecto de Reforma y Modernización Normativa CAJ/FIU. 
3 Fuente: Proyecto de Reforma y Modernización Normativa CAJ/FIU. 
4 Fuente: Proyecto de Reforma y Modernización Normativa CAJ/FIU. 
5 Fuente: Proyecto de Reforma y Modernización Normativa CAJ/FIU. 
6 Fuente: Jornadas de derecho penal y derecho procesal penal, La reforma de la justicia penal en 
Nicaragua avances y perspectivas,  realizadas en la Universidad Centroamericana en el mes de 
noviembre del año 2004. 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO I 
 
 ASPECTOS GENERALES DE LA  CAPACITACIÓN 
 
  
    La capacitación como instrumento de desarrollo personal y 
organizacional puede ser utilizada como un medio, a través del cual, se puede 
lograr una conjunción entre los objetivos de los directivos y los objetivos 
organizacionales.  Por otro lado existe, cada vez mayor consenso en el hecho 
de que en el futuro cercano, será el recurso humano el que proporcione 
competitividad en los diferentes sectores del entorno social, ya sea entre 
organizaciones o instituciones. 
 
1.1.  Conceptos de capacitación 
 
    Según O. JEFF HARRIS, JR., la capacitación se concentra en el 
mejoramiento, ya sea de las habilidades funcionales; habilidades básicas 
relacionadas con la realización adecuada de una tarea,  de las habilidades 
interpersonales como relacionarse satisfactoriamente con los demás, o en las 
habilidades para tomar decisiones.7 
 
Implica enseñar a los empleados las destrezas y el comportamiento que 
necesita para cumplir bien sus tareas, se refiere a las necesidades inmediatas, 
tiene una perspectiva de ahora y como, y debe ser un proceso continuo y 
sistemático. 
 
    Es brindar a un funcionario público o privado preparación técnica, teórica 
y práctica que requiera a fin de desempeñar con eficiencia el puesto que 
desempeña o llegara a desempeñar en un futuro.  
 
 
                                                 
7 O. Jeff Harris Jr.,  Administración de Recursos Humanos,  59. 
 
 
 
 
 
    Es así,  que la capitación constituye un proceso sistemático y organizado 
a través del cual se habilita o se hace apto al individuo para el  desempeño de 
determinadas atribuciones que requiere  un puesto de trabajo dentro de una 
empresa, organización o institución, para lo cual es importante que éste 
desarrolle habilidades, y lo esencial adquiera mayores conocimientos, sobre 
todo en los aspectos técnicos del trabajo, y así mejorar sus actitudes para 
alcanzar sus objetivos de desarrollo personal.   
  
    Cada puesto de trabajo requiere de aptitudes generales y particulares, 
algunas pueden ser aprendidas por la experiencia pero esto no sucede 
siempre, se hace necesaria la capitación, que ayuda en gran manera a crear 
estas aptitudes.  
 
La capacitación es  fuente de conocimientos necesarios para desarrollar 
determinada actividad. Se podría decir que la capacitación brinda las bases de 
la teoría necesaria para desarrollar el trabajo que siendo aplicada por el 
capacitado se vuelve práctica.   
 
    Capacitar es proporcionar los elementos necesarios para mejorar el 
funcionamiento de un empleado o funcionario, los que debe tomar y apropiarse 
de ellos; con la capacitación se proporcionan  nuevos datos, ideas, teorías y 
tecnología, no siempre estos son nuevos en la materia; industria, comercio, 
ciencia, tecnología, medicina, recursos humanos etc.,  pero si lo son para los 
capacitados. 
 
 
1.2. Tipos de capacitación 
 
 
    Las empresas, organizaciones o instituciones en general deben proveer 
las bases para que sus funcionarios o trabajadores tengan la preparación 
necesaria especializada que les permita desarrollar de forma efectiva sus 
labores.  
 
 
 
 
 
 
    No se puede obviar que la capacitación es un medio muy efectivo  para 
alcanzar altos niveles de motivación  y  productividad,  y  en  consecuencia 
para elevar el nivel de vida del trabajado.   
 
Existen diferencias entre unos u otros trabajadores en cuanto a su 
capacidad de aprender y realizar sus labores, pues unos lo hacen mas eficaz y 
rápidamente,  pero este inconveniente  puede ser resuelto con una buena 
capacitación para mejorar el desempeño de cualquier persona. 
 
 
1.2.1. Capacitación para hacer 
 
    Es la más común,  la que generalmente se practica y que descansa casi 
siempre en el adiestramiento, o sea en “hacer que alguien adquiera habilidad 
para una determinada cosa”8.   
 
En este tipo de capacitación se pretende desarrollar las habilidades y 
aptitudes que el trabajador o funcionario requiere para el quehacer de 
determinado puesto de trabajo, porque si no se encuentra preparado para tal 
desempeño, el rendimiento puede ocasionar perjuicio tanto para los intereses 
de la empresa, organización o institución como para su vida personal.   
 
    Su objetivo es la transformación de la materia, cuyas  condiciones son lo 
observable, lo cuantificable, lo dominable. Es la capacitación que parece ser 
más útil y de resultados más inmediatos. 
 
1.2.2. Capacitación para llegar a ser  
 
    Se  basa en motivos fundamentalmente éticos y reside en crear en el 
trabajador o funcionario,  conciencia  de lo importante que es la responsabilidad   
 
 
                                                 
8 Diccionario Santillana del Español,  109. 
 
 
 
 
 
personal en el trabajo, en la  auto valoración de la dignidad humana, en cultivar 
el espíritu de justicia y en aumentar el sentido del deber. 
 
    Esta capacitación es generalmente ignorada por las empresas, 
organizaciones o instituciones a la hora de elegir el tipo de capacitación a 
implementar en el sector trabajador, no teniendo así en cuenta lo esencial e 
importante  que es para la vida de las mismas a largo plazo. Su objetivo es el 
desarrollo del hombre, se pretende el perfeccionamiento de su personalidad. 
  
 
1.2.3.  Capacitación para hacer y llegar a ser 
  
    Consiste en las acciones humanas en relación con la  conveniencia de la  
empresa, organización o institución, o sea  el obrar humano en beneficio de 
estas. 
 
    Se funda en un doble objetivo: el hacer trabajo en conjunto, esto es, el 
trabajo en su dimensión social, mas claro aun, el trabajo organizado; y por otra 
parte, el desarrollo del hombre como miembro  de la comunidad en la empresa, 
organización o institución y en la sociedad en general.  
 
    Esta capacitación tiene sus exigencias propias, pero muy poco 
exploradas, casi desconocidas, entre las principales: el sentido de la 
participación objetiva en una obra común y que es, subjetivamente, la 
convicción de la solidaridad humana, la cual se logra mediante una sistemática 
cooperación dentro del orden que implica una coordinación auténtica, y 
buscando como resultado final, la integración del hombre como persona en el 
ambiente social de la empresa, organización o institución  del país donde esta 
opera.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuando solo se utiliza la capacitación para hacer las consecuencias, 
estas  son negativas; el trabajador o funcionario puede adquirir la  habilidad y 
competencia necesaria, pero no se sentirá comprometido e identificado con su 
trabajo lo cual no es bueno ni para él,  ni para la empresa, organización o 
institución.  
 
 
1.3. Diversas técnicas de capacitación 
 
    Las técnicas a utilizar en una capacitación deberán escogerse de 
acuerdo al tema a tratar, el método a emplear, al tiempo disponible y al grupo a 
capacitar, a fin de  saber que técnicas son las idóneas para que el grupo a 
capacitar asimile dichos  conocimientos.    
 
    Algunas  de estas técnicas son: La de presentación, que consiste en dar 
a conocer el programa a impartir en la capacitación así como la presentación 
del capacitador y la presentación individual de los participantes; la de análisis  
general, que se refiere al estudio profundo del programa, los temas que lo 
componen y sus objetivos; la de comunicación, o sea la relación interactiva 
entre el capacitador y los capacitados; y la  de planificación, que no es mas que 
la organización de los temas a abordarse  en la capacitación. 
   
    Es decisivo tener en cuenta  que estas técnicas incitan la inmediata 
aplicación del nuevo material en forma práctica y que el aprendizaje que se 
aplica inmediatamente se retiene por más tiempo y es susceptible de ser 
utilizada. 
      
    Como cada capacitación es diferente, se recomienda a la persona  
capacitadora realizar el ejercicio o la técnica con los materiales escogidos 
previo al taller, a efecto de determinar las ventajas o desventajas que se 
puedan  presentar en el momento. 
 
 
 
 
 
 
1.4. Capacitación judicial 
 
    En este campo la capacitación es un instrumento fundamental en la 
administración de justicia, pues con su desarrollo permite transformar los 
valores, reforzar las acciones políticas, sociales y económicas de los 
funcionarios judiciales de tal manera que se preparen para los cambios 
dinámicos del sistema judicial  a fin de que contribuyan en la construcción de 
una sociedad mas justa, donde sus miembros participen de  manera activa en 
acciones de capacitación a todos los niveles.  
 
    La capacitación como elemento que apoya al sistema justicia,  tiene que 
brindar efectivamente la formación del personal judicial que constituye uno de 
los elementos más importantes para mejorar el sistema de administración de 
justicia. 
 
  Pues la calidad de las decisiones judiciales dependen tanto del personal 
que las toma como,  de las normas en que se basa para hacerlo,  como 
también  de la realidad que enmarca a ambos, aunque de  la capacidad del 
personal que administra justicia, depende mucho del mejoramiento del sistema 
judicial y de la aplicación de los mecanismos que conduzca a impartir justicia 
de manera efectiva. 
 
  Por tanto seria equivocado pensar que el problema del funcionamiento 
judicial  radica solo en la preparación de los funcionarios que aplican las leyes, 
es así que  la capacitación necesita  vincularse a una transformación 
estructural del sistema judicial porque de lo contrario ésta  se convertiría  en 
algo ineficaz, o sus efectos serian mínimos en relación a los recursos 
invertidos.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    Limitantes como las actitudes éticas y morales,  las restricciones 
económicas, los procedimientos burocráticos  y formalistas son factores que 
incidirían en el buen funcionamiento del sistema judicial, por esa razón para 
lograr el funcionamiento eficaz y eficiente  de la administración judicial,  es 
necesario la capacitación  del personal que administra justicia ya que son ellos 
quienes vivifican y dan sentido a las instituciones.   
 
    Es así  que la aplicación correcta de las normas legales,  será el 
resultado de una preparación constante apoyada en la experiencia adquirida,  
los conocimientos adquiridos mediante el estudio y los diferentes mecanismos 
que se utilizan para aplicarlos.  
 
 
1.5. Métodos y técnicas más utilizadas en la capacitación judicial 
 
A. Estudios de casos y sus diferentes modalidades 
 
    Este método  tiene el propósito de que el participante aprenda primero a 
pensar y a  argumentar adecuadamente,  y no a que sostenga un “es correcto” 
porque así lo dice un autor prestigioso. Asimismo consiste en la preparación de 
una situación preferiblemente real con el fin de que los participantes en forma 
individual o grupal lo analicen y resuelvan.   
 
La situación que se elija debe requerir para su estudio y solución la 
aplicación de conocimientos, habilidades o actitudes objeto del aprendizaje. 
Independientemente de que el caso se resuelva de forma individual o grupal,  
las respuestas deben ser expuestas y debatidas en el plenario, a fin de que se 
resuelva de la forma correcta. 
    
 
 
 
 
 
 
 
 
    En el ámbito judicial, este método resulta muy útil porque se pueden 
vivenciar las situaciones a las que se enfrentan los participantes cada día, y los 
obliga a reflexionar sobre el rol que están desempeñando.  Igualmente  a nivel 
de grupo genera distintos análisis y soluciones, lo cual permite reflejar la 
realidad y una   discusión más enriquecedora. 
 
    Otros elementos que se deben valorar al escoger el caso,  son la 
experiencia previa de los participantes y el tiempo de que dispone para su 
solución y posterior análisis en plenario. Al utilizar el capacitador este método 
debe tener en cuanta las siguientes técnicas: 
 
 explicar en que consiste el método y los objetivos que se van a 
cumplir con su correcta realización. Por ejemplo, si se va analizar 
una resolución para verificar el cumplimiento de ciertos requisitos, se 
debe indicar que el objetivo será identificar los requisitos que debe 
cumplir esa determinada resolución judicial. 
 
 debe presentar el caso por escrito, bien redactado y con todos los 
detalles o elementos requeridos para su resolución. 
 
 indicar claramente lo que desea que se resuelva o conteste, así 
como las referencias que se deben hacer, por ejemplo a citas 
legales. 
 
 decirles a los participantes el tiempo de que dispone para el estudio y 
resolución del caso, sea que lo hagan individual o en grupo. 
 
 una vez vencido el tiempo, debe iniciar la discusión de todo el grupo.  
Si el caso se resolvió de forma individual puede dar la palabra a 
algunos participantes de forma espontánea o bien pidiendo a alguna 
persona que refiera su solución.   
 
 
 
 
 
 
 
Si el caso se resolvió en subgrupos, es importante que todos expongan   
sus respuestas.  Deberá ir anotando los aportes más significativos, 
evitando dar su opinión. 
 
 una vez que todos exponen deberá realizar una síntesis de todo lo 
discutido y tratar de conciliar las exposiciones de los participantes con la 
respuesta que el capacitador considere correcta, tratando de lograr un 
acuerdo en la solución. 
 
 no se pueden indicar en abstracto cuanto puede durar un trabajo de 
estudio de casos, pero se recomienda que la actividad no se prolongue 
por más de una hora. 
 
B. Investigación de jurisprudencia 
 
    Este método consiste en observar como a partir de datos jurídicos que 
pueden ser diferentes se llega a construcciones iguales para aplicar una misma 
valoración.  La técnica a utilizar en el curso,  es enseñar a los participantes  a 
encontrar y comprender la jurisprudencia, a manejar las colecciones de 
sentencias publicadas, y localizar las sentencias que deberá consultar.   
 
C. Análisis de normas legales 
 
    No basta saber que existen una o varias normas legales aplicables al 
caso que nos interesa,  sino que es necesario conocerlas con toda precisión en 
su sentido y alcance.  En cada norma se distinguirán los datos jurídicos ante 
los cuales se pronuncian las valoraciones aceptadas por el legislador, la 
construcción del mismo  y las particularidades de la formulación técnica para la 
solución del problema y luego la comparación de los resultados. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
D.   Análisis de normas legales extranjeras 
  
    Se deben examinar las soluciones dadas a un mismo problema y 
comparar esas soluciones con las que presenta  la legislación nacional. En 
cada norma se distinguirán los datos jurídicos ante los cuales se pronuncian, 
las valoraciones aceptadas por el legislador, la construcción del mismo, las 
posibles soluciones al problema y las particularidades de la formulación técnica 
de la solución para luego  comparar  los resultados. 
 
E.   Selección de lecturas 
 
    Este método consiste en que el capacitador debe recopilar la bibliografía 
pertinente al tema, en la que debe privar el criterio de calidad no de cantidad.    
La lectura de la bibliografía permitirá seleccionar aquellas de mayor significado 
para la comprensión de los contenidos, deben evitarse las lecturas de carácter 
reiterativo que tiendan a confundir,  asimismo deben ser escogidas por su 
relación directa al tema que se trate en cada área de los contenidos a 
desarrollar. 
  
La técnica a utilizar en el  análisis de bibliografía debe hacerse en forma 
organizada con el objetivo de ir registrando la información significativa que será 
útil para desarrollar otras actividades dentro de la fase de elaboración, 
clasificándose así en: textos básicos,  cuya consulta es constante durante el 
desarrollo del curso y que se considera indispensable para la comprensión de 
los contenidos;  lecturas básicas, que  son capítulos tomados de otros textos y 
que se consideran necesarios para la comprensión de los contenidos, y   
lecturas complementarias; que no resultan esenciales para el logro de los 
objetivos pero que en ella se amplia la información proporcionada por los textos 
y las lecturas básicas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
F.   Redacción de documentos 
 
    En este método debe estudiarse la materia sobre la cual va a hacerse la 
redacción; el  capacitador dará lectura a un documento de la misma especie de 
la que se va a hacer el ejercicio haciendo las observaciones pertinentes; 
después los capacitados redactarán un documento de la misma especie que el 
que ha sido leído.    
 
    El ejercicio esta destinado a enseñar la técnica de redacción adecuada, 
minuciosa y necesaria para no cometer errores en la redacción y contenido del 
documento.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO II  
 
 ASPECTOS GENERALES DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA 
REPÚBLICA DE NICARAGUA DESARROLLADOS EN LA 
CAPACITACIÓN DE LOS JUECES 
 
 
    Es una realidad comentada por diferentes tratadistas de derecho 
procesal penal que ésta rama de las ciencias jurídicas es una especie de  
espejo constitucional,  por cuanto su regulación no sólo se ciñe,  sino desarrolla 
los principios del debido proceso, de los cuales el juez es el  principal 
responsable y  encargado de su aplicación. 
 
    El artículo 34 de la Constitución Política de la República de Nicaragua 
establece con precisión las garantías mínimas del proceso penal, garantías 
que, además, están ratificadas e incorporadas a la  legislación patria por la vía 
de los tratados y acuerdos internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Nicaragua.  
 
 Es el sistema acusatorio, oral y público que  está concebido y diseñado 
para brindar cumplimiento a dichas disposiciones, cuya inobservancia, cuando 
causa indefensión,  de acuerdo al artículo 163 numeral 1 del CPP, siendo un 
defecto absoluto, con lo que el acto procesal  no existe y la resolución que lo 
toma en consideración  es nula. 
 
    Precisamente, la significación constitucional  del nuevo CPP de 
Nicaragua explica que inicie con un título preliminar denominado “Principios y 
Garantías Procesales”, contenido por 17 principios y garantías, lo que,  como 
puede observarse  de su lectura, no son una repetición de las disposiciones 
constitucionales, sino una profundización de las mismas.   
 
 
 
 
 
 
Bajo cuyo  crisol el legislador decidió establecer, como se ve con mayor 
claridad en el artículo 7 “Finalidad del proceso penal”, el sentido, la orientación, 
los propósitos y el mismo espíritu constitucional que debe guiar   todas y cada 
una de las actuaciones  de los sujetos que intervienen en la realización de la 
justicia penal.  
 
    Por las razones descritas, es obvio, que la capacitación de los 
operadores del sector justicia en materia procesal penal y, especialmente, las 
de los jueces, como garantes principales de la constitucionalidad de la 
persecución y sanción de delitos, debe de partir del conocimiento de los citados 
principios, que, a su vez, deben ser aprendidos en el sentido de que tienen que 
ubicarse en la conciencia del juez, entendiendo como tal “el conocimiento que 
el espíritu humano tiene de su propia existencia, de sus estados, de sus actos y 
de las cosas.”9  
 
    Por lo que tener conciencia de juez, significa, además de las 
características de imparcialidad e independencia, que los que imparten justicia 
saben, están convencidos y son responsables de que sus actos y su función 
esta ceñida y guiada por los principios que la civilización ha creado para 
determinar si un hecho es y puede ser atribuido a una persona y determinar 
sus consecuencias. 
 
    Todo acto de juez penal  debe estar en el marco regido por los principios 
constitucionales. Incluso cuando existen dudas, cuando es necesario 
interpretar, en caso de confusión, de concurso de diferentes normas, la primera 
regla de hermenéutica jurídica procesal penal es que el juez recurra a los 
principios y oriente todo su  quehacer, al igual que lo hacen todos los que viven 
en Managua, desde cualquier punto de la ciudad, el norte queda hacia el lago y 
nadie se pierde. Esa es la importancia del presente capítulo. 
 
 
                                                 
9 El Pequeño Larousse Ilustrado 2000, 272.   
 
 
 
 
 
 2.1. Conceptos de derecho procesal penal 
 
 Es el conjunto de reglas y principios que regulan la actividad del juez, de 
las partes y de los órganos de prueba en la realización del proceso 
judicial. 
 
 Es la ciencia que se encarga del establecimiento del método que debe 
seguir el Estado y las partes involucradas en un conflicto penal,  para 
establecer la existencia de una acción u omisión calificada en la ley 
como delito o falta, es decir el camino seguido para reconstruir un 
suceso histórico y  determinar la participación y responsabilidad penal 
de los autores o partícipes   y  las penas y medidas de seguridad a 
imponer, se estructura a partir de conceptos básicos propios y de 
principios  fundamentales o leyes rectoras. 
 
 Guillermo Cabanellas de Torres dice que es “el que contiene los 
principios y normas que regulan el procedimiento  criminal; la 
administración de justicia ante  los jueces y tribunales de una y otra 
jurisdicción, o de otras especiales”10. 
 
    El Ius filósofo  contemporáneo  Luigui Ferrajoli  en su trascendente obra 
jurídica Derecho y Razón, al referirse al derecho procesal penal de un Estado 
democrático, propio de una nación  civilizada que se rige por los preceptos que 
establecen y garantizan los derechos humanos  consagrados en  los tratados y 
acuerdos internacionales y las normas constitucionales afirma que son cuatro 
los conceptos esenciales del derecho procesal penal.11  
1. Juicio o proceso 
2. Acusación 
 
 
 
                                                 
10 Guillermo Cabanellas de Torres,  Diccionario Jurídico Elemental, 123. 
 
 
 
 
 
3. Prueba  
4. Defensa 
    Con  los  conceptos  citados  y que son propios  de la ciencia procesal,  
Ferrajoli  levanta lo que considera los cuatro principios supremos del proceso 
penal: 
 
1. Nulla culpa sine iuicio (No hay culpa sin juicio). 
2. Nullum iuidium sine accusatione (No hay juicio sin acusación).  
3. Nulla acusatio sine probatione (No hay acusación sin prueba). 
4. Nulla probatio sine defensione (No hay prueba sin defensa). 
 
       Estos principios que además pueden combinarse  a partir de los conceptos 
esenciales  surgen otros principios, veamos a manera de ejemplo, el lógico, 
contundente  y sencillo análisis del jurista: 
 
Tomando el concepto de culpa 
1. Nulla culpa sine acussatione (No hay culpa sin acusación). 
2. Nulla culpa sine probatione (No hay culpa sin prueba). 
3. Nulla culpa sine defensione (No hay culpa sin defensa).  
 
A partir del concepto de juicio 
1. Nullum iudicio sine probatio (No hay juicio sin prueba). 
2. Nullum iudicio sine defensione (No hay juicio sin defensa). 
 
Con el concepto prueba 
1. Nulla probatio sine acussatione (No hay prueba sin acusación). 
2. Nulla probatio sine  defensione ((No hay prueba sin defensa). 
 
Con el concepto defensa 
1. Nulla defensione sine acussatione  (No hay defensa sin acusación). 
 
                                                                                                                                               
11 Luigui Ferrajoli,  Derecho y Razón, 91-116. 
 
 
 
 
 
    Desde que  la Revolución Francesa consagró las ideas ilustradas en el 
siglo  XVIII, surge el Estado de derecho  que  se establece a partir de una serie 
de derechos y garantías que intentan proteger a los individuos miembros de 
una comunidad determinada, contra la utilización arbitraria  del  poder penal 
(limitan y legitiman),  con lo que el derecho procesal penal es desde ese punto 
de vista, derecho constitucional aplicado.   
 
            Así, no  podrá seguirse proceso penal contra ninguna persona sino  
conforme los procedimientos y ante las autoridades jurisdiccionales 
establecidas por una ley anterior.  
 
             Es decir que solo en juicio seguido conforme los principios, garantías y  
requisitos establecidos en la ley podrán imponerse penas y medidas de 
seguridad. Lo cual explica que el CPP de Nicaragua regule en el artículo 1: 
 
           “Principio de legalidad.   Nadie podrá ser condenado a una pena o 
sometido a una medida de seguridad, sino mediante una sentencia firme, 
dictada por un tribunal competente en un proceso conforme a los derechos y 
garantías consagrados en la Constitución Política, a las disposiciones de este 
Código y a los tratados, convenios y acuerdos internacionales suscritos y 
ratificados por la  República.     
 
Del desarrollo de los cuatro conceptos citados se puede levantar todo el 
derecho procesal. 
 
1.  El juicio que puede entenderse en el doble significado  del razonamiento 
que con base a las pruebas lleva al juez a definir la existencia del delito y sus 
consecuencias, es decir la sentencia propiamente dicha, como título ejecutivo 
del Estado para hacer efectiva una pena, o bien como el juicio judicial sinónimo 
de proceso, como conjunto  de pasos ordenados que van formalmente  desde 
la acusación a la sentencia firme y el que define de manera descriptiva el 
procesalista Julio Maier como: 
 
 
 
 
 
 
“La secuencia de actos definidos y ordenados por la ley procesal 
penal, que llevan a cabo órganos públicos predispuestos y 
personas de derecho privado autorizados para ello, con el fin de 
lograr la decisión final que solucione el caso, mediante la 
aplicación del derecho penal material y sobre la base del 
conocimiento correspondiente, adquirido durante el transcurso del 
procedimiento.”12 
 
            De acuerdo al  artículo 254 del CPP que establece que el proceso penal 
inicia con la primera audiencia, sea ésta  preliminar o inicial, según esté o no  
detenida la persona acusada.  
 
            Y materialmente también se encuentra regulado en el CPP desde la 
notitia criminis y las actividades relacionadas con la ejecución de la sentencia 
condenatoria, porque la tarea asignada al poder judicial es juzgar y ejecutar lo 
juzgado.  
 
2. La  acusación, el impulso del proceso y la investigación que sustenta la 
acción penal,   en un sistema acusatorio están  separadas de la función de 
juzgar estableciendo el CPP en el artículo 51:  los sujetos  que pueden 
ejercer la acción penal, y en lo referente a los actos de investigación, el 
código le atribuye esta función a la  Policía Nacional (Art. 113),  pudiendo 
apoyarse las partes relacionadas al proceso penal  de otros medios 
auxiliares de investigación para el esclarecimiento de los hechos y poder 
llegar a la verdad, estando el juez separado de estas actividades, en donde 
ya no le corresponde investigar, perseguir, juzgar y fallar, limitándose 
únicamente a garantizar el cumplimiento de lo que expresa el código en 
mención.  
 
 
 
                                                 
12 Julio Meier,  Derecho Procesal Penal,  Tomo  II Parte General,  21.  
 
 
 
 
 
3. La prueba  implica la carga que tiene el acusador de demostrar la acusación 
utilizando para el efecto los medios probatorios lícitos y admitidos por la ley, 
así se consagra en el artículo 16 CPP referente a la licitud de la prueba. 
 
4. La defensa material y técnica del acusado, como obligación del Estado, 
incluso de proporcionarla de oficio, si no elige el acusado un profesional del 
derecho de su confianza y cuya participación es imprescindible para permitir 
un procesamiento como la civilización lo entiende, ante un juez imparcial, 
como forma de asegurar el principio de igualdad constitucional que exige el 
equilibrio de armas en un juicio contradictorio. 
 
          Lo acertado del la tesis de Ferrajoli puede apreciarse en el estudio y la 
comparación de sus conclusiones con la Constitución Política de la República 
de Nicaragua  y  Código Procesal Penal de la República de Nicaragua.   
 
         El artículo 34 de la Cn. establece como reglas del debido proceso en 
Nicaragua:    
 
   “Todo procesado tiene derecho en igualdad de condiciones, a las siguientes 
garantías mínimas:” 
1. a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad 
conforme la ley. 
2. a ser juzgado sin dilaciones por un tribunal competente establecido por 
la ley. No haya fuero atractivo. Nadie puede ser sustraído de su juez 
competente ni llevado a jurisdicción de excepción. 
3. a ser sometido al juicio por jurados en los casos determinados por la ley.  
Se establece el recurso de revisión. 
4. a que se garantice su intervención y defensa desde el inicio del proceso 
y a disponer de tiempo y medios adecuados para su defensa. 
5. a que se le nombre defensor de oficio cuando en la primera intervención 
no hubiera designado defensor; o cuando no fuere habido, previo 
llamamiento por edicto.  El procesado tiene derecho a comunicarse libre 
y privadamente con su defensor. 
 
 
 
 
 
6. a ser asistido gratuitamente por un intérprete si no comprende o no 
habla el idioma empleado por el tribunal. 
7. a no ser obligado a declarar contra sí mismo, ni contra su cónyuge o 
compañero en unión de hecho estable, o sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ni a confesarse 
culpable. 
8. a que se le dicte sentencia dentro de los términos legales, en cada una 
de las instancias del proceso. 
9. a recurrir ante un tribunal superior a fin de que su caso sea revisado 
cuando hubiese sido condenado por cualquier delito. 
10. a no ser procesado nuevamente por el delito por el cual fue condenado o 
absuelto mediante sentencia firme. 
11. a no ser procesado ni condenado por acto u omisión que, al tiempo de 
cometerse no esté previamente calificado en la ley de manera expresa e 
inequívoca como punible, ni sancionado con  pena  no prevista en la ley. 
Se prohíbe dictar leyes proscriptas o aplicar al reo penas o tratos 
infamantes.  El  proceso penal debe ser público. El acceso de la prensa 
y el público en general podrá ser limitado por consideraciones de moral y 
orden público.  El ofendido será tenido como parte en los juicios desde el 
inicio de los mismos y en todas sus instancias. 
 
De igual forma, estas garantías constituciones se encuentran plasmadas       
en los artículos 8 y 9  de la  Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
(Pacto de San José). 
 
2.2. Preceptos que desarrolla el título preliminar del CPP en sus 
primeros 17 artículos 
 
    Decir que el derecho procesal penal es derecho constitucional aplicado, 
o retomar el concepto de Goldsmith de que el carácter democrático de un país 
se puede determinar por el estadio de evaluación y aplicación de las normas 
jurídicas que regulan el proceso penal, o repetir la afirmación de diversos 
 
 
 
 
 
 juristas que el derecho procesal penal es el termómetro de la democracia  no 
es ya extraño en Nicaragua ni ajeno a su legislación.   
 
    Ha concluido la etapa en que la Constitución era la gran ausente del 
proceso penal. Se vive una nueva etapa en la que carecen de fundamento las 
posturas como las de que las normas constitucionales no son normas 
coactivas, sino puras aspiraciones, declaraciones de principios sin posibilidad 
de concreción.  
 
Se ha superado la discusión sobre el valor de las disposiciones 
constitucionales y se acepta sin vacilación la necesaria aplicación y concreción 
de las garantías procesales en la persecución y sanción de delitos.  
 
Y este avance no es consecuencia de intereses intelectuales o 
doctrinales sino por la existencia de un contexto político, social y cultural que 
exige respeto y realización de la Constitución Política.  
 
Es preocupación generalizada del sistema que opera la justicia, cumplir 
y hacer cumplir las máximas que han sido creadas para asegurar a las 
personas que el Estado procederá penalmente, siguiendo un comportamiento 
que impide el abuso, la arbitrariedad o el capricho.     
 
    Este significativo avance constitucional se traduce en una tarea 
constante, cotidiana y de realización diaria, a cumplir satisfactoriamente en 
cada proceso penal; de allí que su estudio y análisis, siempre obligatorio, 
implica mayor profundidad y sentido crítico, pues nada es tan dinámico como el 
respeto a los derechos humanos en una sociedad, ni tan importante para la 
legitimación del sistema de justicia como las garantías procesales.  
 
    La Constitución Política de la República de Nicaragua,  establece dentro 
del título de los derechos humanos las reglas esenciales que aseguran el 
debido proceso. Y se han ratificado  los tratados y convenciones 
internacionales más importantes en materia de derechos humanos, con lo que  
 
 
 
 
 
la Declaración Universal  de  Derechos Humanos y la Convención  Americana 
sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), completan, fortalecen y 
conforman los preceptos  guías del procedimiento penal nicaragüense.  
 
    En tal sentido puede decirse que el proceso penal nicaragüense está 
obligatorio y debidamente ceñido y regulado por todas las garantías judiciales y 
las normas que protegen el derecho a la libertad personal, que han sido 
creadas por la civilización contemporánea y la democracia. 
 
    Es decir que no se trata de  simples enunciaciones, sino de mandatos 
claros, precisos y obligatorios que  rigen  el sistema  penal de este país y que lo 
enmarcan estrictamente   dentro de las concepciones políticas, jurídicas e 
ideológicas del derecho constitucional y  la  Constitución Política. 
 
 
Los principios y garantías procesales 
 
    Los principios y las garantías procesales son condiciones irrenunciables 
de todo procesamiento efectuado por el Estado, reglas  indispensables del 
proceso, derivadas del valor de seguridad jurídica que se da a los habitantes de 
una Nación.  
 
Todos los órganos del Estado que participan en la realización de la 
justicia penal están obligados a considerarlas y respetarlas y, a guiar el 
ejercicio de las atribuciones que le corresponde a cada órgano participante en 
la operación de la justicia penal.  
 
    Si bien, los jueces son, en última instancia, los llamados guardianes  de 
la Constitución y responsables directos de la vigencia efectiva de las garantías 
procesales, ningún funcionario o empleado público de la Policía Nacional, del 
ministerio público o la defensoría pública, está exento de su cumplimiento   
 
 
 
 
 
 
 
estricto,  porque el esfuerzo mismo de persecución y sanción del delito está en 
juego, ya que de incumplirse alguna garantía,  se puede perder el esfuerzo de 
realización del derecho penal y con él, dejarse de cumplir  con perjuicio de los 
intereses sociales, con el también deber constitucional de realizar la justicia 
que le compete al Estado. 
 
    Así, las normas del debido proceso se deben acatar y cumplir todos los 
días, en todos los procesos, en todas las actuaciones, en todas las diligencias 
de carácter penal y son parte de la lucha permanente por hacer realidad la 
justicia penal de un país.  
 
Es importante destacar que estas garantías están dadas, no como 
tecnicismos rituales o meros formalismos procesales otorgados a las personas 
para que evadan las consecuencias de sus actos delictivos, son creadas y 
aplicadas como resguardo y protección, como ya se dijo, de la seguridad 
ciudadana.  
 
    Las garantías procesales están, en otras palabras, dirigidas al Estado y 
específicamente al sector justicia como mandato de observancia obligatoria.  
 
Esto implica que los policías, fiscales, defensores, jueces y demás 
auxiliares de la justicia son los más obligados e interesados en su observancia, 
puesto que su infracción deja sin valor alguno el trabajo realizado y desvirtúa la 
función que realiza. 
 
 La defensa de la sociedad contra el delito para tutelar y restaurar bienes 
jurídicos lesionados y sancionar a los responsables de la comisión de delitos 
solo puede hacerse con la observancia de los principios y  garantías 
procesales. 
 
La doctrina ha desarrollado en forma exhaustiva las reglas del  debido 
proceso y la jurisprudencia enriquece constantemente el análisis de los 
mismos.  
 
 
 
 
 
Dentro de los numerosos trabajos realizados con el tema, el Dr. Julio 
Maier, en su obra Derecho procesal penal, tomo I editada en 1996,13   analiza 
el tema.  
 
Maier clasifica los principios que dirigen el principio penal en dos grandes 
grupos. 
 
a) Principios relativos al procedimiento 
b) Principios relativos a la organización judicial 
 
a) Principios relativos al procedimiento  
 
    Son los comúnmente designados como garantías del imputado o de 
seguridad individual y se refieren a las condiciones y requisitos que debe 
cumplir el proceso penal para la aplicación de la jurisdicción, comprendiendo  
los  principios de juicio previo, inocencia, defensa, prohibición de persecución 
penal múltiple, límites referidos a los métodos para averiguar la verdad, 
publicidad y oralidad, Incoercibilidad del imputado como órgano de prueba y 
ámbito de reserva e Impugnación de resoluciones judiciales.  
 
b) Principios relativos a la organización judicial 
    
Estas reglas se refieren a las características de la jurisdicción y a la 
competencia judicial, y  son: la independencia judicial, la imparcialidad del juez 
y el juez natural. 
 
    Todos los principios citados se encuentran establecidos en forma 
explícita o implícita, directa o deducida en la Constitución Política de la 
República de Nicaragua, en  los tratados y convenios internacionales en 
materia de derechos humanos  suscritos y ratificados por el país y 
desarrollados en el CPP. 
                                                 
13 Julio Maier, Tomo I Derecho Procesal Penal, 56 y siguientes.   
 
 
 
 
 
    A continuación se desarrollan los aspectos esenciales de cada una de 
las garantías descritas, siguiendo además a otros autores como  Jorge 
Vázquez Rossi14, Fernando de la Rúa15, César Barrientos Pellecer16 y desde 
luego, criterios que se desarrollan de la propia experiencia constitucional y la 
vigilancia permanente de la observancia de las garantías procesales por parte 
del ministerio público así como la especial atención y cuidado que ha tenido 
sobre el tema la Fiscalía General de la República de Nicaragua. 
 
Principios y Garantías Procesales que rigen el juzgamiento de delitos en 
Nicaragua.  
                         
    Históricamente han existido dos sistemas fundamentales para  procesar 
delitos: el inquisitivo y  el acusatorio.  
 
Aunque algunos autores  señalan que existe una tercera forma: el 
sistema mixto, pero tal como se desprende del hecho de que ésta  se 
caracteriza por utilizar formas propias de los otros dos sistemas, los que trata 
de compatibilizar  sin haber creado características propias,  resulta correcto 
apoyar las corrientes doctrinarias que se inclinan por señalar que la forma 
mixta solo puede ser un sistema con más o  con menos rasgos inquisitivos, 
pero que en esencia resguardan poderes del juez sobre la investigación, la 
acción penal y la posibilidad de tomar  decisiones ex officio. 
 
    Al tratar el tema de los principios,  es necesario hacer alguna referencia 
a las características de esos sistemas,  porque de él depende la concreción y 
procesamiento conforme las reglas supremas del debido proceso.  
 
 
 
                                                 
14 Jorge Vázquez  R.,  El Proceso Penal  Teoría y Práctica, 287. 
15 Fernando De la Rúa,  Teoría General del Proceso,  238.  
16 César Barrientos, Curso de Preparación Técnica en Habilidades y Destrezas del Juicio Oral,  218.  
 
 
 
 
 
A continuación siguiendo a los juristas Julio Maier y Giovanni Leone se 
presentan  los aspectos esenciales que definen a cada uno de dichos 
sistemas.17   
 
El Sistema Inquisitivo, presenta los siguientes rasgos: 
 
 el procedimiento se inicia por denuncia, acusación, rumor o pesquisas 
oficiales o cualquier conocimiento de oficio sobre un hecho con 
características delictivas. 
 el procedimiento es escrito y secreto. 
 la investigación corre a cargo del juez. 
 el acusado es objeto de la investigación y no sujeto del procedimiento. 
 la prisión preventiva como regla. 
 no existe el derecho de defensa. 
 la tortura y el tormento como método para averiguar la verdad. 
 la confesión es la prueba reina. 
 se busca la verdad por sobre todas las cosas. 
 
    Paulatinamente este sistema escrito, propio de regímenes despóticos o  
de democracias limitadas,   avanzó hacia las  características siguientes:  
 
 el juez es una persona técnica nombrada por la ley. 
 atenuación progresiva de la figura del acusador y disparidad de poderes 
entre juez y acusador. 
 libertad del juez en la búsqueda, adquisición y valoración de las pruebas, 
independiente del comportamiento de las partes. 
 desenvolvimiento del proceso según principios de la escritura y el 
secreto. 
 acusado objeto de investigación y órgano de prueba. 
 finalidad del proceso de averiguación histórica. 
 prueba tasada, doble instancia y nulidad de actos. 
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Mientras, el Sistema Acusatorio se caracteriza por:  
 
 existencia de una acusación  elaborada e impulsada  por alguien distinto 
al juez como punto de  partida necesaria para el procesamiento. 
 igualdad de partes. 
 pasividad del juez. 
 la oralidad y sus principios: 
- la inmediación 
           - el contradictorio. 
           - la publicidad. 
           - sana crítica. 
           - identidad  física del juzgador. 
 exclusión del juez en la búsqueda de pruebas de cargo o descargo. 
 proposición de pruebas a cargo de acusador y acusado. 
 libertad personal del acusado hasta que se produjere la sentencia. 
 vinculación del tribunal a los hechos y pretensiones de las partes (ne 
procesa iuidez ex officio y   nemo iudez sine actore). 
 
    El sistema acusatorio es el propio de los sistemas democráticos y 
republicanos y es el que se adecua a los principios políticos y jurídicos  que la 
humanidad ha creado para juzgar y sancionar hechos delictivos.      
 
    Siguiendo el orden de los 17 artículos del CPP  a continuación se  
desarrollan  los principios y garantías procesales que rigen el juzgamiento de 
delitos en Nicaragua.  
 
Artículo 1.  Principio de Legalidad 
 
    Se desprende del  principio universal  Nadie podrá ser condenado, ni 
privado de sus derechos sin haber sido citado, oído y vencido en proceso legal 
ante juez o tribunal competente o preestablecido. Como lo que la ley establece 
es que el derecho penal se realice a través del proceso penal, es decir que  
 
 
 
 
 
 
manda  derivar una pena de una sentencia, puede denominarse también a este 
principio  como de juicio previo.   
 
    La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 10 
señala, por su parte, que "toda persona tiene derecho, en condiciones de plena 
igualdad a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 
imparcial para la determinación de sus derechos y obligaciones y para el 
examen de cualquier acusación contra ella en materia penal." 
 
Mientras el artículo 8, apartado 1 de la  Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, Pacto de San José, regula que: "toda persona tiene 
derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable 
por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley…" 
 
    Se establece de acuerdo a estos preceptos que  ninguna persona pueda 
ser condenada penalmente sino,  mediante sentencia dictada en un proceso 
penal establecido en ley anterior al hecho que lo motiva.  
 
Así:   
 que no puede haber proceso penal sino por acusación interpuesta por 
un órgano distinto al tribunal y solo como consecuencia de la 
investigación ajena al juez pero controlada por él, que se hace a partir 
de la noticia de la comisión de una acción u omisión humana calificada 
en ley anterior como delito o falta. 
 que el proceso debe cumplir con las formalidades del modo, tiempo y 
lugar que establece la ley.  
 que el proceso es el único medio que el Estado tiene para perseguir 
delitos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 que la sentencia dictada en un proceso legal es el  exclusivo medio por 
el cual el Estado puede aplicar el Ius Puniendi. 
 que la sentencia debe estar firme. 
 que el proceso este regulado por ley anterior. 
 
    Aunque no exista dificultad para comprender esta garantía que promete 
a los ciudadanos que el Estado no hará uso del poder penal, sino sólo a través 
del proceso penal, y que el único título que permite la imposición concreta de 
una pena es la sentencia firme, no está demás ratificar que: la trascendencia 
de esta garantía constituye la base del Estado de derecho y por lo tanto 
condición básica para el funcionamiento del mismo. 
 
    Es a partir de la Constitución Política de la República de Nicaragua  de 
1987 y del proceso de construcción democrática que se lleva a la creación del 
nuevo CPP que la garantía de juicio previo asume plena validez  y se 
transforma en exigencia incuestionable de tutela judicial y certeza de que la 
función jurisdiccional y las penas solo se aplican a través del proceso penal. 
 
    Conforme a esta garantía,  todos los que operan el sector justicia deben 
actuar de manera tal que las personas tengan seguridad plena de que sus 
derechos serán respetados y resguardados, que sólo podrá haber intervención 
para perseguir hechos de apariencia delictiva y que el fin de tal acción es en 
beneficio de toda la sociedad y en defensa de los bienes jurídicos tutelados 
penalmente.  
 
Artículo 2. Presunción de Inocencia  
 
Si no existe una forma de pena inmediata, sino que tiene que probarse y  
declararse primero la responsabilidad en  juicio penal, es lógico que:   "toda 
persona es inocente, mientras no se le haya declarado responsable 
judicialmente, en sentencia debidamente ejecutoriada."   
 
 
 
 
 
 
 
El artículo 11, apartado 1 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos afirma que: "toda persona acusada de delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme la ley y 
en juicio público…" 
 
    En tanto el artículo 8, apartado 2 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, Pacto de San José dice: "toda persona inculpada de delito 
tiene derecho a que se presuma su inocencia mientas no se establezca 
legalmente su culpabilidad…" 
 
    La presunción de inocencia es la otra cara de una moneda en donde el 
reverso es  la garantía de  juicio previo, porque nadie puede ser considerado 
culpable sino hasta que el fallo del juez  establece la responsabilidad mediante 
sentencia  firme. 
 
    El proceso penal es el mecanismo que el Estado utiliza para acercar la 
realidad de un hecho ocurrido a un juez competente para que determine su 
existencia y las consecuencias que de él se derivan. 
 
Corresponde al ministerio público construir y demostrar la participación y 
la responsabilidad del acusado.  
 
Como método de averiguación de la verdad y de posibilitar el 
juzgamiento de hechos, el proceso por sí  no implica grado o indicio de 
culpabilidad, conforme se establece de estos principios, razón por la que 
ninguna de las medidas o pasos que lo integran constituye una pena anticipada 
o mecanismo progresivo de disminución de la presunción de inocencia, pues 
ésta tal como la trata la Constitución Política de la República de Nicaragua y los 
tratados descritos, es un estado que sólo se transforma con una sentencia 
firme que declara el otro estado, el de culpable, o sea autor responsable de un 
delito. 
 
 
 
 
 
 
 
Se deduce de este principio que la prisión preventiva no puede dictarse 
por presunción de culpabilidad, con lo que resalta el carácter cautelar de la 
misma, es una forma de garantizar la presencia del acusado en el proceso y no 
una pena anticipada. 
 
    Del principio de inocencia también se infiere que la culpabilidad debe 
formarse o construirse de manera indubitable, es decir, con base a la certeza 
que se deriva de las pruebas, es decir que se esta frente a una verdad probada 
no demostrada.  
 
Si lógicamente o conforme el sentido común solo se encuentra 
probabilidad o duda,  el tribunal debe absolver,  puesto que el sistema 
democrático de gobierno parte de que prefiere un condenado absuelto que un 
inocente declarado culpable. Por eso,  la duda favorece al reo e impide la 
condena. 
 
    La persecución penal requiere de la sospecha de la comisión de un 
hecho delictivo y de indicios que permitan la atribución a una o varias personas. 
Como puede verse, la responsabilidad de la construcción del estado de   
culpabilidad que sustenta la condena y la carga de la prueba, recae 
específicamente sobre el ministerio público. 
 
La inocencia no se prueba, pero en realidad prevalece en el proceso 
penal la regla de que cada parte prueba lo que alega. Mal haría el acusado y su 
defensor en asumir una postura pasiva, aunque existe la excepción de que por 
estrategia, la defensa decida concretar su actividad en contradecir y refutar la 
prueba de cargo, para lo cual, conforme el artículo 274 del CPP  debe notificar 
tal intención en el momento del intercambio de prueba al juez, al ministerio 
público y la  acusación particular,  porque podría interpretarse la pasividad 
como un  abandono de la defensa del acusado.  
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 3. Respeto a la dignidad humana 
 
    Toda persona, por el hecho de serlo tiene derechos inalienables que el  
Estado, la sociedad y todas las demás personas deben respetar y reconocer.  
 
La persecución penal, el procesamiento y la misma ejecución de la 
condena no implican más limitaciones de ciertos derechos básicos permitidas 
por la constitución y por regla con orden de juez competente. 
 
 Salvo casos de urgencia permitidos. Dichas limitaciones son 
precisamente para proteger otros derechos humanos y bienes jurídicamente 
protegidos, en el artículo 246 del CPP se establecen de forma clara los 
derechos constitucionales que pueden ser afectados por orden judicial. 
 
 La razón, el sentido, el objeto de la vida organizada en sociedad, es la 
protección de los derechos humanos y la realización del bien común, estas son 
las razones que fundamentan el derecho penal.    
 
Artículo 4.  Defensa 
 
    La Constitución establece en el artículo 34 inciso 4 y 5  que “toda 
persona tiene derecho a defenderse en un proceso penal” y que “todo 
procesado tiene derecho a que se le nombre defensor de oficio…”  el cual 
conforme al artículo 103 CPP el defensor desde el momento de su designación 
podrá estar presente en las diligencias policiales o del ministerio público en las 
que se procure prueba. 
 
 La designación  verbal o por escrito corresponde al imputado o acusado 
o es tácita pues la simple presencia del abogado la presume  y  conforme el 
artículo 102 del CPP debe reconocerla   la autoridad de policía, fiscal o judicial 
en una acta.  
 
 
 
 
 
 
 
    La Declaración Universal de los Derechos Humanos en el artículo 11, 
apartado 1, parte última del párrafo, manda a que se aseguren todas las 
garantías necesarias para la defensa del imputado; mientras el Pacto de San 
José ordena, entre otros, el derecho del inculpado a:  
 
 ser asistido gratuitamente por traductor o intérprete sino comprende o no 
habla el idioma oficial;  
 
 comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación;  
 
 concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
 
 derecho de defenderse personalmente o ser asistido por un defensor de 
su elección y de comunicarse libre y privadamente con él;  
 
 derecho de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado si 
no nombra defensor particular. 
 
Así mismo, la Constitución establece que la defensa de la persona y sus 
derechos son inviolables y que nadie podrá ser condenado sin antes haber sido 
citado, oído y vencido en proceso legal.  
 
El Art. 34 inciso 5 de la  Constitución Política de la República de 
Nicaragua establece como derechos del procesado, el de que si no nombra un 
abogado de su confianza en la primera comparecencia al tribunal, éste le 
nombrará uno, que conforme al artículo 100 del CPP puede ser de la 
defensoría pública, un profesional del derecho  de oficio, un egresado de las 
facultades de derecho, un estudiante de la carrera de abogado o una persona 
entendida en la materia.  
 
 
 
 
 
 
 
 
    Lo que se busca es impedir que el poder estatal de penar se practique 
de manera que deje al imputado en condición de inferioridad frente a la 
acusación y el juzgamiento, o que se violen los derechos fundamentales que 
protegen su dignidad y que obligan a un trato justo. 
 
    También se persigue la presencia de un abogado que asegure la 
vigilancia y el cumplimiento de las demás garantías y derechos del imputado, 
asistencia procesal técnica y continua en cada una de las etapas procesales. 
Para permitir, en igualdad de oportunidades, una justa composición del proceso 
penal en la que el imputado o acusado pueda hacerse escuchar, ejercer sus 
derechos y hacer valer sus razones y argumentos; además el proceso implica 
conocimientos específicos que requieren de una asesoría técnica. 
 
    La primera   obligación y derecho de la defensa es el conocimiento de la 
imputación que motiva la causa a efecto de que se pueda contradecir, eliminar 
o disminuir la culpabilidad que se atribuye.  
 
Por lo que se determina dos tipos de defensa, la material que es la que 
permite al imputado participar por sí en todas las diligencias del proceso y 
hacer valer sus puntos de vista; y la defensa técnica que exige la necesaria 
participación de un abogado, que será nombrado de oficio y a cargo del mismo 
Estado si no designa uno voluntariamente.  
 
    Así, la asistencia jurídica en favor de los intereses y derechos legítimos 
de un procesado resulta una actividad de carácter público, puesto que a la 
sociedad en general y a cada ciudadano le conviene que no se condene 
injustamente y que se juzgue con observancia de los derechos del imputado a 
defenderse con eficiencia y oportunidad.  
 
    La tarea del sector justicia consiste en permitir la debida defensa en 
juicio y en lograr que ninguna persona sea perseguida por razones ajenas a la 
atribución de un hecho delictivo, razón por la cual deben facilitar en todo 
momento la tarea de la defensa. 
 
 
 
 
 
    La defensa en el procedimiento penal es más que el derecho de  ser 
oído. Supone el conocimiento de la acusación, la imparcialidad del tribunal, el 
derecho a ser considerado parte procesal,   y no objeto del proceso, con todos 
los derechos que ello implica, la concesión de  posibilidades reales de probar, 
de participar en las diligencias de prueba, de oponerse y contradecir  la 
acusación. 
  
    El defensor es parte del sistema de justicia, es un auxiliar de ella, su 
actividad es libre, sin más restricciones que las impuestas por la moral, la 
probidad, la dignidad y las normas del debido proceso. 
 
Artículo 5.  Principio de  Proporcionalidad 
    
La soberanía consiste en el mandato que los ciudadanos dan a un 
gobierno para que conforme a las leyes se encarguen de asegurar el bienestar 
de todos y el ejercicio de las libertades. 
 
    El poder delegado a los órganos del Estado y los funcionarios no es por 
lo mismo un poder  absoluto, ilimitado, arbitrario, sino que todo lo contrario, un 
poder basado en la razón, establecido en las leyes y sobre todo motivado y 
justificado. ¿Cuál es entonces la medida de fuerza exigible y permitida  de la 
actuación pública? La necesaria, la suficiente para lograr el objetivo previsto, 
para defender un derecho, para evitar un mal, para doblegar la voluntad 
insurrecta o violenta. 
 
  Quizás lo que mejor pudiera servirnos para este caso,  es la doctrina que 
se ha formulado para la legítima defensa, porque eso es lo que hace la 
autoridad de los intereses sociales en el cumplimiento del deber.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    Así se diría que el uso de los poderes y la coacción  de manera legítima, 
la actuación ponderada de la fuerza y su potenciación  para vencer la  
resistencia sin excesos y la necesidad racional del medio empleado es lo que 
manda este principio.  
 
De tal manera que debe medirse si esa es la fuerza que debe aplicarse o 
si existe una menor, en todo caso,  siempre debe buscarse el logro de los 
objetivos con la menor fuerza posible o solo lo que haga falta utilizar. 
 
Artículo 6.  Única Persecución 
 
    El artículo 8, apartado 4 del Pacto de San José,  manda que el imputado 
absuelto por una sentencia firme, no pueda ser sometido a nuevo juicio por los 
mismos hechos. 
 
    El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el artículo 14, 
apartado 7, señala que: "nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito 
por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de 
acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país. 
 
   La garantía de única persecución  contiene dos aspectos básicos: uno 
de carácter material, por el cual nadie puede ser penado dos veces por el 
mismo delito y otra, de carácter formal, según la cual nadie puede ser juzgados 
dos veces por el mismo hecho.  
 
Esta garantía de seguridad impide absolutamente la posibilidad de que 
se persiga más de una vez a una persona para condenarla nuevamente, o para 
buscar su condena cuando fue absuelta. Cubre también la posibilidad de una 
nueva persecución penal cuando ha fenecido la anterior o de una doble cuando 
una esté aún en trámite.  
 
 
 
 
 
 
 
 
Aunque este principio está vinculado al principio de cosa juzgada, sin 
embargo es reconocido en la doctrina que no es necesario esperar el 
pronunciamiento de fondo, sino que el principio opera desde el proceso penal.  
 
Todo procesado contra el que no se haya dictado auto de 
procesamiento, queda fuera del amparo de esta garantía que cubre los casos 
de sobreseimiento o de sentencia firme, porque no se ha formulado imputación 
concreta. 
 
  Al evitar la persecución penal simultánea o sucesiva y establecer una 
única posibilidad de persecución,  se asegura a los ciudadanos la imposibilidad 
de sufrir dos veces el poder penal del Estado.  
 
Artículo 7.  Finalidad del proceso penal 
 
    Este principio como todos los demás es una guía de las actuaciones de 
los sujetos procesales. En este precepto el legislador señala con precisión 
hacia donde se dirige el proceso penal, que busca en última instancia, cual es 
el motivo esencial del mismo. 
 
La idea y la costumbre, al antiguo derecho penal, el sistema inquisitivo, 
la cultura carente de valores democráticos por los regímenes autoritarios del 
pasado propiciaron la  creencia de que el proceso penal era una pena 
anticipada, una forma de castigar a los acusados de hechos delictivos, y que su 
fin único era imponer penas. 
 
    Se habla de la concepción cultural de la  pena, no con el fin de 
rehabilitación que la Constitución prevé sino como una venganza, una forma de 
resolver el pasado, no como una manera de ver hacia el futuro, a la prevención 
de delitos y  a la reintegración social del condenado.  
 
 
 
 
 
 
 
 
    Esta visión tradicional quiere ser extirpada del proceso penal civilizado, 
el cual  sirve para solucionar disputas, conflictos penales,  restaurar la paz,  
permitir la prosperidad y  que exista armonía social.  
 
Para lograrlo, el nuevo proceso penal, congruente con la Cn. que ofrece 
a los nicaragüenses paz, seguridad, justicia, respeto de los derechos humanos, 
es decir que se puede clasificar los fines procesales  establecidos en el artículo 
7 del CPP en: fines inmediatos; la declaración del derecho y la resolución del 
conflicto, y fines mediatos; la paz social, la justicia y la seguridad jurídica. 
 
    El derecho procesal como método para alcanzar los fines descritos, 
constituye un conjunto de formas como medio necesario para alcanzar las 
metas previstas;  si las formas no se cumplen,  el fin no se alcanza. 
 
Para solucionar el caso  penal se proponen dos mecanismos: 
  
 el esclarecimiento de la verdad, la determinación de la responsabilidad 
penal y de las penas y medidas de seguridad  establecidas en la ley.  
 la aplicación de la mediación, la prescindencia de la acción penal, la 
suspensión condicional de la acción penal o el acuerdo, como formas 
alternas a la pena de solución del conflicto penal. 
 
    La finalidad del proceso penal como principio tiene  dos caminos o vías 
para resolver disputas,  manifiesta el reconocimiento del legislador de una 
práctica ancestral de resolver disputas, basada en el entendimiento entre la 
víctima y el imputado o acusado, solo que ahora sometida a controles de 
legalidad por el ministerio público y la judicatura.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    Antes,  los juzgados se entendían como parte de un sistema represivo, 
ahora se persigue que sean casas de justicia, en las que en los supuestos 
permitidos por la ley, los ciudadanos, los que viven juntos en una ciudad, en un 
pueblo, los que tienen una vida común, puedan resolver  conflictos mediante el 
diálogo, el consenso, la tolerancia.   
 
    A esta decisión se ha llegado no solo el lamentable resultado de las 
penas cortas de prisión, que aumentan odios, destruyen familias, agravan el 
desempleo, aumentan los resentimientos sociales, sino la comprensión y 
aceptación de que existen otras soluciones tan buenas como se pensaba lo 
eran  las penas o menos dañinas que éstas, pero que por igual reparan el daño 
social, y resguardan y protegen bienes jurídicos.   
 
Artículo 8.  Principio de gratuidad y celeridad procesal        
    
Este  principio procesal  se deriva y desarrolla de los  artículos   5 y 165 
de la  Cn: que garantizan  la justicia y la seguridad a los nicaragüenses y que 
esta función y servicio del Estado sea  gratuita, por  lo cual, los jueces y el 
ministerio público en sus actuaciones  harán prevalecer, bajo su 
responsabilidad, la realización pronta, transparente y efectiva de la justicia.  
 
    En consecuencia, toda persona acusada en un proceso penal tiene 
derecho a obtener una resolución en un plazo razonable, sin formalismos que 
perturben sus garantías constitucionales. 
 
    Según el conocido aforismo justicia tardía no es justicia, ello debido a 
que entre más tiempo pasa desde el día del hecho que motiva el proceso al  
juzgamiento,  más difícil es reconstruir la verdad; pero además de esta 
justificación procesal, también pesan:  
 
 
 
 
 
 
 
 
 las circunstancias humanas como  la tensión de las partes por el 
resultado del proceso, la carga y las consecuencias económicas, 
morales, psicológicas y  sociales de un proceso largo, y  
 la pérdida y disolución de los fines de prevención porque los efectos 
intimidatorios de la pena se pierden. 
 
    Con base a estos principios,  el CPP ordena en el artículo 135 y bajo 
causal de extinción de la acción penal (Art. 72), que el proceso penal por 
delitos graves dure seis meses si no hay reo detenido y tres meses  si  se dictó 
prisión preventiva,  y en los procesos por delitos menos graves,   dos  meses si 
el procesado está en libertad o alguna otra medida cautelar que no sea la 
prisión provisional y un mes si se privó la libertad para asegurar la presencia 
del inculpado. Las faltas, finaliza  el primer párrafo del artículo 134, deberá 
recaer resolución  en un plazo máximo de diez días. 
 
    Como puede verse, al establecer períodos cortos de duración  procesal 
bajo amenaza de extinción de la acción, los plazos procesales dejan de ser 
meramente ordenatorios, los que solo  pueden prorrogarse en los procesos por  
delitos graves y menos graves  hasta seis y dos meses, respectivamente,  
dejando en libertad o bajo otra medida cautelar al acusado.  
 
    Cobra realidad por vez primera en los procedimientos, el deber del 
Estado de justicia pronta y la falta de cumplimiento de los plazos, según el 
artículo 130 del CPP,   provoca, además, responsabilidad penal, civil y 
administrativa de los jueces, según el caso.   
    
    La justicia es un derecho humano,  de los más importantes junto al de la 
vida, la dignidad, la libertad, la igualdad,  por lo mismo el Estado está obligado 
a garantizarla, custodiarla, hacerla realidad, por ello, se trata de uno de los  
 
 
 
 
 
 
servicios públicos  fundamentales, juntamente con la salud, la educación y la 
seguridad pública.  
 
    El CPP de Nicaragua se ajusta a los tratados y acuerdos internacionales, 
se observa dicha vinculación: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, afirma en el Artículo 9. 3: “…que  toda persona detenida o presa será 
llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 
ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo 
razonable…”  y  el  artículo  14.3.c): “a ser juzgada sin dilaciones indebidas”. 
 
Artículo 9.  Intervención de la víctima 
 
    Durante bastante tiempo, la víctima había sido relegada por el derecho 
procesal penal. No es algo que pueda señalarse con exclusividad a la 
legislación nicaragüense, sino un fenómeno social, político y procesal histórico.    
 
    En efecto, el procesado era una víctima del Estado y para el caso de 
América Latina lo fue siempre en el despotismo, en las dictaduras, de lo cual 
son testimonio fiel las detenciones, y desapariciones. Hasta muy avanzado el 
siglo XX,  los países latinoamericanos no contaron con procesos garantistas.  
 
    Históricamente, los   perseguidos penalmente lo  fueron  muchas veces 
por causas políticas, por intereses sectarios  que exigían el sometimiento y 
sacrificio de otros, lo cierto es que el proceso fue sinónimo de  arbitrariedad. 
Contra esto se levantan las garantías procesales que nacen triunfantes para 
universalizarse en la Revolución  Francesa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
    A lo anterior se suma el hecho de que el delito afecta a la sociedad, a 
los intereses colectivos, y por lo mismo los directamente ofendidos debieron 
ceder sus  pretensiones a los reclamos de la sociedad, lo que llevó a la 
creación de un ente acusador, a la creación de los ministerios públicos, que 
también buscaba  alejar los afanes de venganza propios de las reclamaciones 
de los afectados por el delito, porque el derecho penal no ve hacia a tras, no 
impone penas para reparar lo que muchas veces es irreparable, sino para el 
futuro,  a fin de paralizar  nuevos delitos, previniendo  de manera especial o 
general su comisión.  
 
    Se cometió así una injusticia que el derecho procesal penal 
contemporáneo trata de remediar, los avances doctrinales en ese sentido, 
están siendo recogidos por los tratados y acuerdos internacionales. Es la 
Constitución Política la que mas ha avanzado en ese sentido al consagrar 
como garantía procesal el  que la víctima será considerada como parte en los 
procesos penales. 
 
    Este mandato obliga para su cumplimiento, el rompimiento de muchos 
esquemas y formas procesales de muchas corrientes y doctrinas que 
formalmente obligan a las víctimas a depender del ministerio público, que lo 
obligan a ser acusador adhesivo o a depender de la acción del órgano 
acusador del Estado.  
    
Artículo 10.  Principio Acusatorio 
 
    Lo esencial del principio acusatorio es que el juez está separado de la 
acusación, de la  investigación y de cualquier medida, disposición, papel y 
obligación que permita el impulso, la fundamentación, la prueba de cargo, o la 
defensa de intereses propios de la  persecución penal.  
 
 
 
 
 
 
La razón es sencilla: o se es Juez o se es Acusador, porque la 
imparcialidad y los conceptos que se tienen de juez impiden ocupar el papel de 
una de las partes. 
 
    Esto es lo que consagra y define con precisión el artículo 10 CPP:   el 
ejercicio de la acción penal es distinto del de la función jurisdiccional.  En 
consecuencia, los jueces no podrán proceder a la investigación, persecución ni 
acusación de ilícitos penales; como resultado tampoco podrá existir  proceso 
penal por delito sin acusación formulada por el ministerio público, el acusador 
particular o el querellante en los casos y en la forma prescrito en el presente 
código.  
 
    El artículo 18 del CPP señala con precisión que la jurisdicción 
comprende conocer y decidir el proceso penal  conforme las reglas de 
competencia. Se ha separado en Nicaragua  o más bien desterrado de la 
función judicial todas las atribuciones y hasta poderes que con cierta discreción 
y que con violación de garantías constitucionales permitían al juez investigar y 
juzgar.  
 
    La potestad del ejercicio de la acción penal en el ministerio público, 
provoca la posibilidad de la disposición de la misma en los supuestos 
autorizados en la ley,  lo que enriquece o flexibiliza el principio de legalidad, 
puesto que el proceso penal puede concluir con la solución del conflicto de 
manera diversa a la pena. Es decir que se ha establecido dentro del  principio 
de legalidad, el de oportunidad.  
 
    El sistema acusatorio también produce otro principio que es el de la 
vinculación fáctica y temática  del tribunal a la acusación y la consecuente 
limitación o eliminación de la inquisitiva  potestad de resolver exoficio,  puesto 
que ello les  hace perder imparcialidad e impulsar iniciativas ajenas a la  
 
 
 
 
 
 
facultad de juzgar conforme los hechos planteados, las pruebas presentadas y 
las  peticiones de las partes. El tribunal debe resolver a base del material que 
se le proporciona en el debate y conforme las alegaciones de las partes.  
 
    El ministerio público como órgano auxiliar de la administración pública y 
de los tribunales actúan también bajo los principios constitucionales de 
autonomía y de objetividad, sin cuya hegemonía y validez sería impensable la 
misión de velar por el estricto cumplimiento de las leyes penales y que han 
hecho posible, una realidad indiscutible, el hecho de que ninguna persona sea  
acusada falsamente o procesada sin fundamento  en  Nicaragua.  
 
    Los acertados principios constitucionales y los contenidos en los tratados 
internacionales así como el Código Procesal Penal constituyen una estructura 
sólida para realizar un buen servicio de justicia, pero es evidente que por sí 
solos no pueden asegurar el ideal de una justicia rápida y de calidad.  
 
Para cumplir con los propósitos constitucionales y acercarse al ideal 
democrático y republicano es preciso que los policías, fiscales, defensores, 
jueces y todos los que participan en la  administración de justicia cumplan  las 
funciones asignadas con espíritu de servicio, vocación profesional y completa 
dedicación al servicio de la  justicia. 
 
Artículos  11 y 12: Juez Natural y Jurado 
  
No se entiende ni es aceptable la jurisdicción en una  democracia,  sin 
un  Juez natural,  independencia judicial e imparcialidad del juez.  
 
    El órgano del Estado encargado de la administración de justicia,  es el 
poder judicial que está a cargo de jueces, concepto que implica las condiciones  
de estar sometido a la Constitución y las leyes y de permanecer ajeno al 
conflicto.   
    
 
 
 
 
 
 
    La imparcialidad es requisito subjetivo que legítima juzgar a los 
semejantes sin inclinación, afectación o simpatía que afecte la justa resolución 
del conflicto y que obliga a fallar conforme y exclusivamente lo probado y 
alegado en  el proceso, mientras, la independencia judicial consiste en la 
creación y mantenimiento  de condiciones objetivas que imposibiliten o 
dificulten  injerencias, sujeciones,  órdenes   o cualquier intento de  
sometimiento de un juez por parte de otras autoridades externas o internas al 
poder judicial.  Los jueces son funcionarios  que cuando resuelven no 
dependen jerárquicamente de nadie. 
 
    El juzgamiento deberá estar a cargo de juez natural, es decir el  
nombrado con anterioridad  de preferencia mediante procedimientos que 
permitan la dignación por capacidad y méritos. A este juez se le asigna una 
competencia específica  para conocer de los casos penales conforme el 
territorio, la materia, el grado, la función o especialidad de manera que ninguna 
persona pueda ser nombrada juez para conocer casos determinados o 
nombrado para juzgar a personas concretas.  
 
    Así mismo, las   personas puedan conocer sin margen de error a que 
tribunal corresponde el conocimiento de cada asunto y la seguridad de que el 
titular del mismo no ha sido designado bajo consigna, propósito, misión, o 
comisión,   esto es lo que se conoce como juez natural. 
 
    Los principios de juez natural, independencia judicial e imparcialidad del 
juez se preocupan por la generación de condiciones que impidan interferencia 
en el ejercicio de la judicatura.   
   
    No  se debe olvidar y, por el contrario, ha de tenerse siempre en cuenta 
que el modelo constitucional nicaragüense se define por la búsqueda y 
realización,  el propósito y la decisión de una justicia oportuna, pronta, pública, 
expedita,  transparente que proteja eficazmente las libertades y derechos de 
las personas y que haga efectivo  el imperio de las leyes. 
  
 
 
 
 
 
    Los tribunales deben resolver los conflictos que le son planteados de 
conformidad con los principios y reglas contenidos en las leyes, con el fin de 
lograr o restaurar la normal convivencia de los seres humanos y la tutela de los 
derechos que le son protegidos. 
 
    Como derecho constitucional en Nicaragua está el del acusado de ser 
juzgado por sus iguales,  en los casos que lo determine la ley. Tratándose de 
delitos graves, el  CPP establece dos excepciones:  
 
 el procesamiento por  delitos de narcoactvidad por razones de política 
criminal que pueden resumirse en la suposición de que dada la 
gravedad de dicho delito, la posible participación del crimen organizado 
y la intimidación que puede derivarse,  hacen conveniente  por contar 
con más apoyo institucional y obligación de enfrentar riesgos, un  juez 
técnico. 
  
 por razones estratégicas de la defensa, se permite que el abogado 
defensor y el acusado decidan si conoce el jurado o el juez técnico el 
caso concreto, lo cual conforme al artículo 293 del CPP debe comunicar 
la renuncia del derecho a jurado hasta diez días antes de la fecha 
señalada para la celebración del juicio oral.   
 
    El fundamento del juicio por jurados se encuentra en la Constitución 
Política de la República de Nicaragua que asegura que los ciudadanos tienen 
el derecho de participar en la administración de justicia y se trata de una 
institución de arraigo. 
 
    Los delitos menos graves y las faltas, así como los procedimientos 
especiales son conocidos y fallados por jueces técnicos y la razón de esta 
decisión es de origen meramente práctico, pues es alto el costo de la 
convocatoria y constitución del tribunal de jurados y en otros casos, como el  
 
 
 
 
 
 
 
procedimiento de revisión, la extradición y contra altos funcionarios del Estado 
se trata de asuntos muy técnicos o de grave responsabilidad judicial, por lo que 
se asigna el conocimiento a las salas de apelaciones,  salas de la Corte 
Suprema de Justicia  o a la  Corte Suprema e Justicia en pleno.  
 
 
    Es deber de todo ciudadano participar en el proceso penal como 
miembro de un jurado cuando sea requerido, de conformidad con las leyes. 
 
    En consecuencia, por ninguna razón y en ningún caso  el acusado podrá   
ser juzgado por otros jueces que los designados conforme a ley anterior a los 
hechos por los que se le juzga y, así mismo, ninguna persona puede ser 
sustraído del   juez que le corresponde conocer de acuerdo  a las reglas de la 
competencia territorial y funcional establecidas, quedando terminantemente 
prohibidos los  tribunales especiales o los jueces ad hoc.  
 
Artículo 13.  Principio de  oralidad  
    
Publicidad y oralidad e impugnación de resoluciones judiciales. La  
Constitución Política de la República de Nicaragua establece el libre acceso de 
las personas a los tribunales, despachos y oficinas del Estado para ejercer las 
acciones de hacer valer sus derechos y la publicidad de todos los actos 
administrativos del Estado.  
 
    Las garantías que protegen al procesado de abusos implican el derecho 
a un juicio público, carácter que establece con claridad la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y la  Convención  Americana sobre Derechos Humanos 
del procesamiento penal. 
 
    Es decir, que no se puede ocultar nada de lo actuado al procesado 
porque además se viola el derecho de defensa. Por razones de control y 
conocimiento social, cualquier persona puede enterarse y conocer los procesos 
penales.  
 
 
 
 
 
    Este derecho puede ser limitado cuando entran en juego otros intereses 
de igual o mayor categoría como puede ser la seguridad de un testigo, la 
dignidad de la víctima o datos relacionados con la seguridad del Estado.  
 
    De tal manera, que todos los actos de la  administración pública son 
públicos. La función jurisdiccional es un servicio público y por lo tanto no puede 
ser secreto ni para las partes ni para la sociedad. Lo que hace posible la 
publicidad es la comunicación oral.  
 
    Sin embargo, la estructura de las etapas de investigación,  preparatoria o 
de la etapa intermedia exigen la preponderancia de la escritura, por cuanto 
tienen por objeto preparar el juicio, que es el momento cumbre del proceso 
penal en el que se plantea la tesis de la acusación, la antítesis de la defensa y 
la síntesis, que no es otra cosa que el  juicio del  juez  contenido en la 
sentencia sobre el conflicto planteado. 
 
    Cualquier medio de prueba que se practique con lesión de alguna 
garantía constitucional, especialmente la oralidad, que es el medio que permite 
la inmediación del juez y la contradicción, es decir el derecho de la defensa de 
refutar y discutir la prueba, de objetar las preguntas de los testigos, de alegar, 
justificar y concluir lo que mejor conviene a los intereses de su cliente, carece 
de valor alguno en el proceso penal, sin perjuicio de las responsabilidades 
penales en que incurran quienes la hayan practicado. 
 
    El nuevo proceso penal se desarrolla en audiencias en las que participan 
el juez, las partes y los órganos de prueba si los hubiere. La forma de 
comunicación es directa, de manera que si se está  en una audiencia,  las 
partes se dirigen al juez verbalmente y si se está fuera de ellas,  se solicita por 
escrito la reunión de las partes para discutir los asuntos de trámite o incidentes 
solicitados.  
 
 
 
 
 
 
 
 
    De conformidad con este principio, y así lo establece el artículo 126,  las 
actas judiciales no contendrán una descripción total de lo actuado porque de lo 
contrario se habría establecido un juicio escrito, es decir dictado, y se partiría 
de la eliminación de los poderes del juez, quien por razones del contacto 
directo es el único que puede conocer y valorar los hechos.  
 
    Es así que la práctica del principio de oralidad en el proceso tiene como 
resultado que el expediente pasa a desempeñar un papel menos relevante, 
más bien  será solo  un registro cronológico, ordenado y medio de 
conservación de escritos y documentos presentados por las partes y de las 
resoluciones judiciales, desde luego en él se registran las actas judiciales 
resumidas a que nos hemos referido antes, pero ya no se juzgan papeles o 
documentos, sino los argumentos, pruebas, justificaciones y conclusiones 
planteados por las partes de viva voz al juez o jurado. Esta nueva dimensión 
relativizada del expediente se aprecia en el artículo 124 del CPP. 
  
    En consecuencia es lógico que lo que pese y valga sea lo ocurrido y 
expresado en las audiencias, por ello, este nuevo principio procesal, 
congruente con la Cn.  y los tratados internacionales señala que:   
    
 bajo sanción de nulidad, las diferentes comparecencias, audiencias y los 
juicios penales previstos por este código serán orales y públicos.  La 
publicidad podrá ser limitada por las causas previstas en la Constitución 
Política de la República de Nicaragua y las leyes. 
 
 la práctica de la prueba y los alegatos de la acusación y la defensa se 
producirán ante el juez o jurado competente que ha de dictar la 
sentencia o veredicto, sin perjuicio de lo dispuesto respecto a la prueba 
anticipada. 
 
 el Juicio tendrá lugar de manera concentrada y continua  en presencia 
del juez, el jurado en su caso, y las partes.  
 
 
 
 
 
    El artículo 11 de la Constitución Política de la República de Nicaragua 
establece que el español es el idioma oficial del Estado de Nicaragua y autoriza 
que las lenguas de las comunidades de Región Caribe  de Nicaragua también 
tengan  uso oficial en los casos  señalados por la ley. Mientras, el artículo 34 
numeral 11, segundo párrafo de la norma fundamental consagrara como 
garantía del debido proceso penal la naturaleza pública del mismo.  
  
    Preceptos congruentes con el artículo 10 de la   Declaración Universal 
de los Derechos  Humanos, aprobada y proclamada por la  Asamblea  General 
de las Naciones Unidas que dice:  “toda persona tiene derecho, en condiciones 
de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y 
obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 
penal”; en tanto el Pacto de San José  señala en el artículo 8.5 como garantía 
judicial que  “el proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario 
para preservar los intereses de la justicia”. 
 
Artículo 14. Principio de oportunidad 
 
    Tradicionalmente la única forma de resolver un caso penal era el 
proceso penal que debía concluir con sentencia o sobreseimiento. No 
existiendo  un principio constitucional que  estableciera la irrevocabilidad de la 
acción o una naturaleza irretractable de la misma, puede afirmarse  la idea de 
que la comisión de un delito debía llevar obligatoriamente a una sentencia 
condenatoria y que la pena era la única forma de resolver el conflicto penal 
esta es una rigurosa interpretación del principio de legalidad o una decisión de 
política criminal. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    Lo cierto  es que el supuesto de perseguir y sancionar todos los delitos 
con penas es imposible de cumplir en la realidad, en la que puede 
comprobarse con facilidad que  los hechos delictivos no ingresan siquiera a 
conocimiento de los  tribunales de justicia y que la gran mayoría de los asuntos 
tramitados con el Código de Instrucción Criminal eran archivados 
irregularmente,  muchos de ellos por arreglos entre las partes, producidos sin  
control ni vigilancia de los intereses públicos. 
 
    Esta situación real de acuerdos entre las partes más los magros 
resultados de las penas de prisión, especialmente las de corta duración, que en 
lugar de rehabilitar al acusado agravan su conducta, llevaron a  plantear y 
reconocer  que los hechos delictivos pueden resolverse por medios diversos a 
la pena. Y estas soluciones alternas son las que dan lugar al principio de 
oportunidad, que como su nombre lo dice, constituyen una opción a la que el 
acusado o imputado puede acogerse en lugar de la pena a imponer. 
 
    Esta opción distinta a la pena solo la puede acceder el  sindicado o 
acusado bajo la condición de colaboración con la justicia  en dos sentidos: 
aceptación del  hecho que se le atribuye  e intención de reparar los daños 
causados por el ilícito penal cuya autoría o participación acepta. Esta es la llave 
que muestra el arrepentimiento, la presunción que permite considerar que no 
volverá a delinquir, lo que fundamenta esta institución procesal configurada en 
el artículo 7 del CPP.  
 
    Como se desprende por puro sentido común es que no solo se acepta 
una realidad de acuerdos entre partes o víctimas y sindicados, sino que  se 
regula y somete a criterios específicos: por regla solo delitos menos graves, no 
violentos, propia para delitos imprudentes; no autorizada para funcionarios y 
empleados públicos por delitos cometidos  en el ejercicio de sus funciones 
porque precisamente están designados para servir y cuidar a la sociedad y a 
las personas, no para dañar o amenazar sus bienes.  
 
 
 
 
 
 
    Se señalan los casos que  pueden solucionares por esta vía y se les 
lleva a la luz, impidiendo arreglos oscuros, dañinos a la sociedad.  Por lo 
mismo no es una forma discrecional de solución de conflictos penales, porque 
la ley señala los casos generales en que procede, sus  requisitos y los 
controles. 
 
    No se trata de imposición de penas sin sentencia, porque los arreglos y 
las conductas que se exigen,  se hacen obligatorios  a través de convenios, 
acuerdos, y transacciones.  
 
Es decir que los compromisos del acusado de pagar las 
responsabilidades civiles, de reparar el daño, de colaborar con la justicia o de 
asumir el compromiso de una actividad como comenzar o finalizar la 
escolaridad primaria,  son reglas que nacen de la voluntad libre y no retribución 
por la comisión del delito. 
    
    No se impone pena de prisión, pero se alcanzan los fines que la animan: 
la prevención general y particular de delitos y las condiciones favorables para 
que se  reflexione sobre la conducta indebida y el procesado tema reincidir en 
comportamientos dañinos a los bienes jurídicos.   
    
    El Código Procesal Penal de la República de Nicaragua establece como 
manifestaciones   del  principio de oportunidad:18 la mediación (previa y durante 
el proceso), la prescindencia de la acción penal, el acuerdo y  la suspensión 
condicional de la pena y reglas de conducta. 
 
 
 
                                                 
18 Código Procesal Penal de la República de Nicaragua, 21-26. 
 
 
 
 
 
Artículos 15 y  16.  Libertad probatoria y licitud de prueba 
 
    El proceso judicial es un método para reconstruir hechos y  establecer 
las consecuencias jurídicas del mismo. Fernando de la Rúa dice que “lo mismo 
que un historiador, el juez debe averiguar cómo ocurrieron los hechos”19.  
 
    Sobre lo que señala De la Rúa hay que matizar que en el sistema 
acusatorio, el juez no investiga los hechos,  son las partes las que le llevan, 
trasladan o reconstruyen  los hechos a través de los medios de prueba en una 
audiencia, generalmente la de debate y como   excepción la de prueba 
anticipada que regula el artículo 202 del CPP.  
 
    Las pruebas las ofrecen, presentan y producen las partes en un 
contradictorio dirigido por el juez. Concluido el debate, con las alegaciones y 
conclusiones de las partes, el encargado de la jurisdicción les dará un valor 
conforme las reglas del criterio racional, artículos 193 y 194 del CPP, que  no 
es otra cosa que el recurso de la ciencia, la experiencia, la psicología, el 
sentido común, y la utilización de las reglas de la lógica: la identidad, la 
contradicción y de tercero excluido.  
 
    Hernando Devis Echandía dice que “las pruebas judiciales son las 
razones o motivos que llevan al juez la certeza sobre los hechos y que prueba 
es la confirmación de las afirmaciones de hecho y que esta institución procesal 
abarca la presentación, el procedimiento con que se practica, la actividad 
usada para la comprobación y la valoración” 20. 
 
    La ley autoriza  medios y modos de presentar la prueba. El CPP 
establece que cualquier instrumento que sirva para reproducir  los hechos, está 
permitido siempre que reúnan la condición de legalidad, pues el legislador  
 
                                                 
19 Fernando De la Rúa, Teoría General del Proceso,  115.  
20 Hernando Devis E., Tomo I Teoría  General de la Prueba Judicial,  29 y siguientes.  
 
 
 
 
 
quiere que  el establecimiento de la verdad permita una justa decisión, pero 
manda como condición sine qua non que esté autorizada por la ley. Así, 
interesa descubrir la verdad, pero no a cualquier costo. 
  
El Estado no puede recurrir al delito, a la violación de la intimidad,  de la 
dignidad y de  los derechos humanos para enfrentar y sancionar el delito. 
 
    De manera que, como dice Devis Echandía: “procesalmente probar es la 
demostración legal de un hecho”21. Se encuentra así en el CPP que: 
 
 las partes pueden usar cualquier medio que sirva para demostrar las 
afirmaciones,  de hecho  está autorizado, con lo cual se establece un 
sistema de números abiertos y permite utilizar los avances de la ciencia 
y la técnica en materia penal. 
 
 que para allanar la morada de una persona o limitar otros derechos 
constitucionales autorizados por la Cn.  se requiere autorización de juez, 
por o que según el artículo 246 del CPP la policía o el ministerio público 
cuando requieren practicar una diligencia para encontrar medios de 
prueba que limite derechos fundamentales deben contar primero con 
orden de juez, salvo casos de urgencia, en cuyo caso pueden practicar 
la actuación  pero deben solicitar la convalidación judicial.  
 
 son nulas y carecen de valor alguno las diligencias o medios de prueba 
en que se violen la Constitución o las leyes, dentro de las que destacan 
aquellas encaminadas a causar un ambiente de, hasta el más mínimo, 
de intimidación o abuso.  
 
 
 
 
                                                 
21 Hernando Devis E., Tomo I Teoría General de la Prueba Judicial,  31. 
 
 
 
 
 
    Consecuente con este principio de legalidad de la prueba encontramos 
en el CPP que la declaración del acusado que puede tener valor de prueba, es 
la que se presenta en el juicio oral y conforme el artículo 311  en la forma 
prevista para la declaración de testigos. 
 
    El derecho a la  no autoincriminación queda totalmente resguardado, en 
virtud de lo cual el imputado o  procesado tiene derecho a guardar silencio, 
además, todo interrogatorio extrajudicial carece de valor probatorio y está 
prohibido  cualquier presión, intimidación o coacción.  
 
    Por ello, la primera declaración del imputado ni ninguna otra puede ser 
una indagatoria, ya que la misma implica de alguna manera la intención de 
lograr la confesión, o de obligar a proporcionar información sobre los hechos 
que se investigan. 
 
    El imputado tiene la libertad de decir lo que quiera o de abstenerse de 
declarar y no puede ser obligado a hacerlo contra sí mismo, la libertad de la 
decisión del imputado y la voluntariedad de su declaración limitan cualquier 
interrogatorio.  
 
    Salvo como ya se planteo, si decide declarar en el debate, que queda 
sometido a decir la verdad bajo promesa de ley y en la forma prevista para la 
declaración de los testigos  y en consecuencia a someterse a interrogatorio y 
contrainterrogatorio.  
 
    La protección de domicilio, las comunicaciones y los papeles privados  
implica  la necesaria orden judicial para su limitación, salvo los casos de 
flagrancia en que procede el allanamiento.  
 
    Sin embargo, el procesado puede ser objeto de reconocimiento judicial 
en su persona y en algunos casos ser objeto de investigación o de inspección 
corporal, respetando su pudor e integridad y practicada por expertos siguiendo  
 
 
 
 
 
 
procedimientos técnicos y científicos, siempre que ello sea razonable, 
justificado y no ponga en peligro su salud. 
 
 
    En otras palabras el proceso penal permite la limitación de garantías 
constitucionales en los casos y formas previstas y autorizadas por la 
Constitución y, generalmente, mediante mandamiento judicial.  
 
    La total congruencia del CPP con los principios que regula la prueba se 
aprecia en  el artículo 247 del CPP  que regula que los actos y diligencias de 
investigación no pueden ser presentados como prueba documental, porque se 
violan los principios de contradicción y de inmediación procesal, por lo cual 
deberán presentarse como testigos o peritos los especialistas o miembros de 
policía que participaron en la pesquisa. 
 
    El procedimiento inquisitivo presuponía como fin del proceso penal la 
averiguación de la verdad, propuesta que de alguna manera justificaba el 
recurso de métodos que riñen con el reconocimiento de la dignidad humana y 
se encaminaba a buscar o presionar la confesión del acusado.  
 
    El nuevo proceso penal parte de que el fin es la justicia y por lo tanto no 
puede alcanzarse a costa del sacrificio de la dignidad humana y de la 
privacidad que le garantiza la Constitución Política de la República de 
Nicaragua. El proceso penal sirve a la sociedad y  a las personas.  
 
Artículo 17. Derecho a recurso 
 
    Como actividad humana, la jurisdicción puede equivocarse y para 
corregir errores y permitir el control de la regularidad de los actos procesales y, 
en especial, de las resoluciones dictadas por los jueces se establecen las 
impugnaciones que en esencia constituyen formas para evitar violaciones o 
interpretaciones indebidas de las leyes. 
 
 
 
 
 
 
 
    El derecho consagrado en este principio procesal tiene un origen 
constitucional  como se desprende del  artículo 34 numeral 9 de la carta 
magna:  
 
     “Todo procesado tiene derecho, en igualdad de condiciones, a las 
siguientes garantías mínimas: a recurrir ante un tribunal superior a fin de que 
su caso sea revisado cuando hubiese sido condenado por cualquier delito”.  
 
    Precepto que además es congruente con la  Declaración Universal de 
los Derechos  Humanos, aprobada y proclamada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas  que establece en el artículo 8:   
 
     “Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales 
nacionales competentes, que le ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la  Constitución o por la ley”.  
 
    Así como  la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 
de José) en su artículo 8. 2:  
 
    “Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: …derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”. 
 
   Conforme con este principio y el de defensa se encuentra en el artículo   153  
del  CPP  que  los jueces deben  fundamentar de forma clara y precisa sus 
resoluciones jurisdiccionales, para ello deberá expresar los razonamientos de 
hecho y de derecho en que se basa su decisión, y en el caso de juicio con 
jurado, su resolución deberá ser conforme el veredicto emitido por dicho 
tribunal. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El CPP establece como recursos procesales: 
 el recurso de hecho (Artículo 365) 
 la reposición para los decretos judiciales (Artículos 373 y 374) 
 la apelación de autos (Artículos 375 al 379) 
 la apelación de sentencias (Artículos 380al 385) 
 la Casación  (Artículos 386 al 401) 
 
Como remedios procesales establece en el artículo 161: 
 la rectificación de errores u omisiones materiales. 
 la aclaración de los términos oscuros, ambiguos o contradictorios en que 
estén redactadas las resoluciones judiciales, y  
 la adición de puntos discutidos que se han omitido. 
 
    La medida correctiva para enfrentar errores en actuaciones o 
resoluciones judiciales es la protesta, contenida en el artículo 162, cuyo 
principal valor radica en que de no protestarse un error  cometido en una 
audiencia, éste se tiene por aceptado y en consecuencia no puede ser 
agraviado el que permite o contribuye a la equivocación.   
 
    Mientras en el artículo 313  se encuentran la objeción que es el medio 
para evitar  preguntas o impedir respuestas en el interrogatorio de testigos que 
sean oscuras, ambiguas, contradictorias, indebidas, violatorias del principio de 
no incriminación.  
 
    En el Código Procesal Penal de la República de Nicaragua queda 
suficientemente resguardada la posibilidad de las partes de corregir errores o 
de evitar interpretaciones inadecuadas de la ley o medidas para lograr la 
revisión de una resolución contraria a los intereses que ejerce y reclama o 
defiende en el proceso penal.  
 
 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO III 
 
  LA  EFICACIA DE LA  CAPACITACIÓN DE LOS JUECES DEL 
DEPARTAMENTO DE MANAGUA EN LA  APLICACIÓN DEL CÓDIGO 
PROCESAL PENAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA EN SU 
PRIMER AÑO DE VIGENCIA 
 
 
 3.1. Ventajas de la capacitación de los jueces del departamento de 
Managua en la  aplicación del CPP 
 
 
    Para el desarrollo de este capítulo se utilizó la encuesta dirigida a los 
distintos operadores de justicia del nuevo proceso penal. Así mismo, se 
realizaron entrevistas directas a: jueces de audiencia, de juicio de distrito de lo 
penal y defensores públicos. Los datos recopilados en ambos métodos de 
investigación refuerzan  la escasa información que actualmente se tiene de la 
aplicación del CPP  y la capacitación de los jueces, por ser un sistema nuevo 
que apenas cumplió dos años de vigencia el 24 de diciembre del  año 2004 en 
su primera etapa. 
 
 
3.1.1. Descongestionamiento de los despachos judiciales  
 
    El CPP establece como cualidades propias del sistema acusatorio una 
serie de disposiciones, principios y  condiciones que propician  el 
descongestionamiento de los despachos judiciales, se observa: 
 
 
 
 
 
 
 
 las denuncias son por disposición del artículo 113 y 89 CPP presentadas 
ahora ante la policía nacional o el ministerio público, quienes han de 
realizar o dirigir, según competa, la investigación que dé sustento a la 
acción penal o que lo actuado  justifique o permita la  disposición de la 
acción penal mediante un criterio de oportunidad o de archivarla si el 
hecho denunciado no es constitutivo de delito.  
 
La actuación de los jueces se limita antes de la acusación,  al control de 
la  legalidad de la investigación  según el artículo 1 CPP,  con lo que a 
petición de la policía o de los fiscales, el juez de distrito puede autorizar 
o avalar alguna investigación que requiera la limitación de ciertos 
preceptos constitucionales  (articulo 5 CPP). 
 
Las disposiciones de referencia propician  que los juzgados de 
audiencia solo reciban las acusaciones, si están fundamentadas. 
Precisamente el proceso penal comienza con la primera audiencia, sea 
premilitar o inicial, siempre que exista acusación y el  fiscal esté 
presente en la audiencia. 
 
Al quedar las denuncias fuera del proceso penal formalmente, solo 
ingresan las acusaciones, con lo que se ha creado un filtro que permite 
limitar el número de casos tramitados en tribunales a los que los fiscales 
consideren  perseguibles. También cuenta la capacidad del ministerio 
público para     darle trámite a las denuncias de la policía.  No es que el 
problema de congestionamiento se haya trasladado, se trata de una 
solución filtro para asegurar la atención y procesamiento de los casos 
más graves. 
 
Lo que queda asegurado es la tramitación y resolución  de los casos 
impulsados por la  fiscalía. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 el establecimiento del principio de oportunidad permite que numerosos 
casos sean resueltos a través de la mediación, que la pueden realizar 
facilitadores de justicia, abogados, los defensores públicos, los fiscales e 
incluso los policías. Los jueces solo revisan la legalidad de los acuerdos.  
Siendo formas de solución alterna de conflictos que aceleran la justicia y 
permiten la solución del conflicto de manera distinta a la sentencia. Esta 
medida, también descongestiona los tribunales de justicia por 
disposición de política criminal determinada por el legislador que manda, 
de esa manera  la solución sencilla de los casos simples.  
 
    Los dos  aspectos citados: el inicio formal del proceso penal con la 
acusación, el principio de oportunidad y la oralidad son las principales 
propuestas de justicia pronta, efectiva y   en plazos razonables. Constituyen 
también la decisión de descongestionar los tribunales tanto en el control de 
ingreso de casos, como en el desarrollo sencillo de los mismos, como  en la 
concentración judicial en los procesos por hechos más grave. 
 
    La capacitación de los jueces es básica para orientar el proceso 
respetando las disposiciones citadas. La deformación de los criterios propios de 
la justicia acusatoria  puede llevar a los jueces a intentar reasumir funciones 
propias de la acusación, a escribir el proceso,  a cerrar el paso a salidas 
alternas.   
 
    Durante el primer año de funcionamiento procesal se aprecia que los 
plazos fueron cumplidos, que los procesos planteados en los despachos 
judiciales  alcanzaron solución siendo resueltos por sentencias absolutorias, 
condenatorias o sobreseimientos. Aunque es cierto  que el  principio de 
oportunidad  no ha sido aplicado en la cantidad que teóricamente se esperaba. 
Cálculos de la  CSJ señalan que de las 2048    causas ingresadas en el año 
2003 en el departamento de Managua 149 se resolvieron con el principio de 
oportunidad.22 
                                                 
22 Fuente: Departamento de Seguimiento de Causas Penales de la Corte Suprema de Justicia. 
 
 
 
 
 
    Con este sistema procesal penal el rezago y la presa se trasladó a la 
policía y al ministerio público,  aunque con resultados menos dañinos que 
cuando se encontraba  en los despachos judiciales y tribunales.  
 
    Es por tal razón que  el  descongestionamiento de los despachos 
judiciales, es una de las ventajas manifestadas por los encuestados, derivado 
de una capacitación oportuna  y adecuada sobre tópicos de naturaleza técnica, 
teórica y práctica sumado a ello la  creación y capacitación de los jueces de 
audiencia que se encargan de atender la audiencia preliminar y la audiencia 
inicial determinan si existe merito legal para pasarlo al juez de juicio 
contribuyendo de esta forma a la no saturación de los juzgados de juicio.   
 
    Si bien es cierto que el CPP no contempla la existencia de los jueces de 
audiencia para la aplicación de este nuevo proceso, solamente los de distrito y 
los de ejecución de sentencia, los juzgados locales aplicarán este proceso a 
partir del 24 de diciembre del 2004 para faltas y delitos menos graves; por 
disposición del legislador.   
 
    La Corte Suprema de Justicia en uso de sus facultades y prerrogativas 
mediante el  acuerdo número 110 del 20 de mayo del año 2003 creo los 
juzgados de audiencia, y el cual iniciaría labores   a partir del 16 de junio del 
mismo año,  con el propósito de  realizar una división estructural del trabajo 
dividiendo así la carga procesal, permitiendo de esta forma un 
descongestionamiento en los despachos judiciales. 
 
     Siendo  también  expresados por los  jueces de audiencia entrevistados 
ya que en algunos casos el código contempla la aplicación del principio de 
oportunidad,  el cual es empleado por el juez y las partes llegando así a un 
arreglo del conflicto, mandándose a archivar las diligencias, no congestionando 
de esa manera los juzgados de distrito además los términos son fatales y 
deben cumplirse, siendo el juez el encargado de garantizar el debido proceso 
tanto cuando hay reo detenido o no (artículo 134 CPP). 
 
 
 
 
 
 
    Al respecto los  jueces de distrito del departamento de Managua 
expresaron que “dentro del CPP no esta contemplado el juez de audiencia, 
solamente se habla de jueces de distrito, locales y de ejecución de sentencia; 
es así que la creación de estos jueces se debió a una resolución administrativa 
en uso de las facultades que tiene la CSJ con el  propósito de hacer más eficaz 
el trabajo, consideramos  que esta decisión  no crea un roce con la 
Constitución Política de la República de Nicaragua, ya que la CSJ de acuerdo a 
todos sus principios y lineamientos tiene la facultad de crear nuevas 
dependencias para descongestionar los despachos judiciales.” 
 
    Opiniones de defensores públicos respecto a esta situación sostienen 
que   “el CPP no contempla jueces de audiencia, se violenta el principio de 
legalidad; ya que el juez natural es una garantía procesal dentro de los 
principios.  La idea de la  CSJ en una medida administrativa fue nombrar jueces 
de audiencias para descongestionar los despachos judiciales porque los jueces 
estaban atiborrados de juicios”.  
 
    Sin embargo conviene  sentar de manifiesto que  no ha sido recurrido en 
forma  alguna  ni incidentado en casos concretos  por parte de estos 
funcionarios  una trasgresión al principio de legalidad y juez natural.  
 
    El  cambio de un sistema procesal penal escrito y semisecreto a uno oral 
y público, ha contribuido al descongestionamiento de los despachos judiciales 
de manera que 28, de las 40, personas encuestadas manifestaron 
afirmativamente que con este cambio si se han descongestionado los 
despachos judiciales, 8 expresaron que con este cambio ha sido más o menos 
el descongestionamiento, no siendo óptimo pero tampoco deficiente y 4 
expresaron que no se han  descongestionado en nada los despachos 
judiciales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
3.1.2. Mayor agilidad y celeridad en el proceso 
 
    Según el artículo 34 de la Cn. en sus numerales 2 y 8, todo procesado 
tiene derecho a ser juzgado sin dilaciones por un  tribunal competente 
establecido por la ley y  a que se le dicte sentencia dentro de los términos 
legales, en cada una de las instancias del proceso; siendo este articulo una 
expresión viva del principio de gratuidad y celeridad en el proceso establecido 
en el artículo 8 del CPP, que señala que las actuaciones de los jueces deberá 
ser pronta, transparente y efectiva, para lo cual establece controles de la 
duración del proceso,  el que debe desarrollarse, si es por un delito grave y hay 
reo preso, en un plazo no mayor de tres meses contados a partir de la primera 
audiencia, y de seis meses si no hay reo preso. Si se trata de un delito menos 
grave, los plazos  se reducirán a uno y dos respectivamente (Art. 134 CPP).   
 
    En los casos, de   supuestos de investigación compleja por la diversidad 
o complicación para recabar la prueba, la cantidad de partes o por referirse la 
pesquisa a actividades relacionadas con el crimen organizado o por otras 
dificultades, ajenas a la voluntad, que impidan cumplir los procedimientos en 
los términos previstos, los fiscales podrán solicitar la ampliación de los plazos 
previstos (Art. 135 CPP). 
 
    Como mecanismo de aseguración de términos procesales, el 
vencimiento del plazo máximo de duración del proceso, sin que haya concluido, 
es causal de extinción de la acción penal (Art. 72, numeral 8 CPP), debido a 
que el acusado no tiene porque sufrir las insuficiencias del sistema de justicia; 
pero, desde luego, los funcionarios del sector, si hubiere negligencia o mala fe, 
serán  responsables y deberán responder de sus actos.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Para evitar que la defensa intente  aprovechar dicha norma y desarrollar 
estrategias  para frenar el desenvolvimiento normal del proceso, el segundo 
párrafo del artículo 134, señala  que si la demora es atribuible a la defensa,  se 
interrumpe el cómputo del plazo y que igual ocurre por fuerza mayor o caso 
fortuito.23  
 
    La celeridad procesal es también trascendente para crear sentimientos 
sociales de confianza y credibilidad en la justicia, puesto que la no resolución 
de conflictos en los plazos señalados por la ley propician la sensación de falta 
de seguridad y diluyen en concepto de que la vía para resolver litigios, 
diferencias o tutelar derechos es la que se establece a través de los tribunales 
de justicia24.  
 
    Además  estipula que todo acusado en un proceso penal tiene derecho a 
obtener una resolución en un plazo razonable, esto en concordancia con la 
Convención  Americana de Derechos Humanos que establece el derecho a una 
justicia sin dilaciones injustificadas (artículo 7 numeral 5). 
 
    En las entrevistas realizadas se manifiesta claramente que con la 
aplicación del nuevo sistema se han reducido significativamente los casos que 
ingresan, en principio porque la acusación ya no estará a cargo del juez, por lo 
que se separa la función de juzgar y acusar, correspondiéndole el ejercicio de 
la acción penal al  ministerio público (artículo 51 numeral 1 y 2); a la víctima, 
(artículo 51 numeral 3), o a cualquier persona, natural o jurídica, en los delitos 
de acción publica (artículo 51 numeral 4).   
 
En el caso de las faltas penales, el ejercicio de la acción penal se 
ejercerá, según el caso, por la victima, la autoridad administrativa afectada o la 
Policía  Nacional (artículo 51 CPP).  Estos cambios  permiten  que el juez 
resuelva más rápidamente el caso concreto a  él presentado, además  las 
sentencias se realizan inmediatamente después de haber concluido el juicio. 
                                                 
23 Código Procesal Penal de la República de Nicaragua con índice analítico,  208-209. 
24 Código Procesal Penal de la República de Nicaragua con índice analítico,  187-188. 
 
 
 
 
 
    Es importante señalar que el juez está en dependencia de las 
acusaciones  que el ministerio público le presente, es éste el colador jurídico, y 
cuando estos estén consciente de las facultades que la ley le otorga serán el 
colador mayor, ya que  algunas denuncias que se presentan son de  menor 
cuantía, lo que algunas veces aumenta los casos sin necesidad, retrazando 
otros, pudiendo  resolverse los primeros en la   audiencia preliminar o inicial,  y 
así no llegar a juicio.  
 
Cuando esto suceda los casos disminuirán significativamente, teniendo 
como alternativa la  aplicación   del principio de oportunidad en los delitos que 
el Código lo permite dando como resultado un   mayor número de resolución de 
casos. 
    
    En este caso, se les preguntó a los encuestados que si la aplicación del 
principio de oportunidad, que establece que el ministerio público podrá ofrecer 
al acusado medidas alternativas a la persecución penal o limitarla a alguna o 
algunas infracciones o personas que participaron en el hecho punible,  permite 
mayor agilidad y celeridad en el proceso:  
 
  31  de los 40 respondieron que con la aplicación de este principio si se 
da mayor agilidad y celeridad en el proceso;  5 personas expresaron que tal 
vez  la aplicación de este principio pueda agilizar el proceso,  en muchos casos 
dependerá del conocimiento que se tenga de este principio y lo mucho en que 
también contribuye para descongestionar los despachos judiciales, y brindarle 
una respuesta pronta a la víctima y al imputado y 4 encuestados  manifestaron  
que no crea una mayor agilidad y que sienten igual el proceso en lo que 
respecta a la duración que tiene este debiéndose muchas veces a que los 
operadores de justicia no utilizan el principio en beneficio del imputado, ya sea 
por el defensor, en el caso de la fiscalía para proteger a la víctima y el juez que 
es el garante no se preocupa por brindarle las garantías a las partes del 
proceso, y como otro punto de argumentación que dieron los encuestados a 
esta respuesta fue que algunas veces todos estos operadores desconocen el 
alcance, trascendencia y beneficios que representa utilizar dicho principio.  
 
 
 
 
     
 
         Aunque existe una inclinación a desbordar los plazos,  el hecho es que 
puede decirse que en el primer año de vigencia no se dieron casos de rezago 
judicial. Puede preverse que en el futuro esto ocurrirá con mucha dificultad y 
nunca sin consecuencias públicas y evidentes de responsabilidad. Diferentes 
informaciones judiciales señalan que en el primer año,  el proceso  penal tuvo 
una duración  promedio de 45 días desde la acusación al fallo o veredicto, 
según la dictó un juez profesional o un jurado.  
   
 Este plazo puede aumentar conforme las audiencias que deban fijarse con 
mayor distancia por el ingreso mayor de casos penales, pero  la sanción 
procesal es tan grave que difícilmente apreciaremos, como en el pasado una 
violación de plazos procesales.  Los defensores rápidamente presentarían las 
excepciones o solicitudes de sobreseimiento;  en cumplimiento del artículo 32 
numeral 8, el rezago judicial es otra plaga que se debe desterrar  en Nicaragua 
por el CPP.  
 
3.1.3.  Cumplimiento de los principios y garantías 
constitucionales 
 
    La  Constitución y las leyes establecen una justicia independiente, pronta 
y expedita a cargo de jueces imparciales así como garantías para asegurar 
dichos principios25, ya que la principal función del juez en la actualidad es ser 
guardián de las normas fundamentales. 
 
    La Constitución  establece que el procesado tiene derecho en la primera 
audiencia a designar defensor. De ella se desprende lógicamente que  esa 
primera audiencia judicial es para garantizarle la defensa, si la tiene ya se 
autoriza su presencia y se confirma como tal, si no lo tiene se le nombra uno 
para que lo asista en la próxima audiencia.  
 
                                                 
25 César Barrientos,  Poder Judicial y Estado de Derecho,  66. 
 
 
 
 
 
La medida de prisión es provisional, en caso de dictarse,  y por razones 
de amenaza a la realización del proceso, de obstrucción o comisión posible, 
según criterio judicial, de la comisión de otros delitos o de continuidad de la 
amenaza del bien jurídico. Esta disposición se revisa en lo inmediato en la 
próxima audiencia o antes de ello si así lo planea el defensor. Para Sala 
Sánchez:  
 
“La función y responsabilidad del juzgador consiste en determinar 
la norma mas justa y adecuada al caso concreto que conoce, lo 
cual no significa estructurar su respuesta exclusivamente con la 
ley; puede recurrir también a la costumbre, la doctrina, la 
jurisprudencia, la equidad, y  los principios generales del derecho.  
Los tiempos de la interpretación estrecha, estricta y limitada de la 
ley de la dura lex sed lex, de la esclavitud del juez al texto de la 
ley ya  pasaron, los planteamientos de cero interpretación de la 
escuela de la exégesis y de que todo el derecho esta escrito y 
contenido en los códigos se han superado, ahora ha de “resolver  
inexcusablemente con arreglo al sistema de fuentes del derecho 
legalmente establecidos, teniendo en cuenta la supremacía de la 
Constitución sobre toda forma jurídica… sin que en ningún 
momento pueda desprenderse del bloque de legalidad y de sus 
principios informadores…” 26 
 
 
    La Constitución Política de la República de Nicaragua establece los 
principios fundamentales,  individuales y sociales, que le brindan seguridad al 
individuo, así mismo el CPP es la manifestación máxima de la protección de los 
derechos humanos.   
 
 
 
                                                 
26 P. Sala S., Libertad y condicionamientos en la realización del derecho (Aportación a la teoría de la 
seguridad jurídica derechos fundamentales y justicia penal),  127-128. 
 
 
 
 
 
Este se basa en los principios clásicos democráticos que configuran un 
proceso penal, a saber, oralidad, defensa, principio acusatorio y presunción de 
inocencia, sin perjuicio  de los que de ellos se derivan. 
 
    Dentro  de las ventajas manifestadas por los entrevistados se señala  el 
mayor cumplimiento  de principios y garantías constitucionales, que está 
directamente dirigido hacia los jueces; si bien es cierto que la policía nacional y 
el sistema penitenciario tiene su grado de participación de acuerdo a las 
funciones estipuladas en el CPP, es el juez quien tiene la responsabilidad de 
velar por el cumplimiento de lo preceptuado por la Constitución Política de la 
República de Nicaragua  y consecuentemente en el CPP. 
 
Es así, que de los 40 encuestados, 34 respondieron que si se da mayor 
cumplimiento a los principios y garantías que establece la carta magna  ya que 
el CPP en si mismo es una expresión garantistas de la misma, 3 encuestados 
dijeron que este cumplimiento se da mas o menos, o sea que los cambios 
ocurridos de un sistema inquisitivo a uno acusatorio hasta el momento que 
lleva de aplicación el CPP son moderados de parte de los operadores del 
sistema, en especial de los jueces,  2 encuestados manifestaron que con este 
nuevo proceso no hay mayor cumplimiento a dichos principios y garantías  y 1  
persona no contestó la pregunta. 
 
    Algunos de los entrevistados han manifestado: “Con este nuevo código 
si se dan mayor garantía constitucionales ya que el juez debe expresar el 
porque resuelve de forma culpable o no culpable, cuando el juicio es sin jurado, 
y de la  pena a imponer al condenado, señala que cada sentencia dictada por 
el juez debe estar debidamente motivada en los principios del CPP,  ya que 
éste es la misma Constitución Política  aplicada al caso concreto; dentro de 
cada sentencia no debe haber repeticiones de artículos.” (Jueces).  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
“La inspiración del CPP es el fortalecimiento de la aplicación de una 
justicia penal, garantizar los derechos de los presos que son sometidos a ese 
proceso, dando  mayor garantía a todos los intervinientes.” (Defensor Público). 
 
 
3.2.  Obstáculos de la capacitación de los jueces del departamento 
de Managua en la aplicación del CPP 
 
3.2.1.  Capacitación insuficiente en el CPP 
 
    Siendo la capacitación un elemento fundamental que determina el buen 
desempeño de los operadores del sistema, en especial de los jueces, que 
aplican el CPP,  es importante que esta se desarrolle de manera constante por 
ser un sistema nuevo que apenas cumple dos años de vigencia.   
 
Se precisa que se de seguimiento a la preparación técnica y sobre todo 
practica  ya que esto ocasiona en la mayoría de los casos diferencias de 
interpretación, “porque una cosa es lo que el CPP dice y lo que se cumple; los 
que aplican el CPP tienen una posición opuesta de los lineamientos de este 
código en algunos casos,  ya que existen formas de interpretación distinta de 
los pilares del CPP”, comenta una defensora  pública  de Managua.  
 
    Dentro de las preguntas que se realizaron a los encuestados, se hizo la 
de que  si han recibido capacitación en el CPP, de los 40 encuestados, 20   
manifestaron que han recibido capacitación y la califican de excelente, en otra  
opción 13 manifestaron que ha sido buena, 4 encuestados expresaron  que 
había sido muy buena, en otra elección 2 encuestados la calificaron de regular 
y uno de los encuestados expreso no haber recibido capacitación de este 
código. 
 
 
 
 
 
 
 
 
También se les preguntó si dentro de la capacitación recibieron técnicas 
de oralidad, a lo que  de los 40 encuestados, 22 respondieron afirmativamente 
que si han recibido capacitación sobre técnicas de oralidad  (de este total, 11 la 
consideraron regular,  8  la calificaron de excelente y 3 expresaron que fue muy 
buena) y  18 manifestaron no haber recibido capacitación sobre estas técnicas. 
   
    En muchos casos la falta de capacitación era resultado de los limitados 
recursos económicos que tenían los sujetos interesados en adiestrarse en el 
nuevo sistema.  
 
Para conocer acerca de esta situación se les preguntó a los 40 
encuestados quien les había financiado la capacitación recibida,  18 
manifestaron que su capacitación había sido financiada de manera estatal, 14 
encuestados dijeron que su capacitación fue financiada por entes no 
gubernamentales,  5 personas expresaron que con sus propios recursos se 
financiaron la capacitación recibida, 2 expresaron que recibieron la 
capacitación de forma gratuita y una persona no contestó la pregunta. 
 
    En el caso concreto de los jueces, que es el objeto de estudio del 
presente trabajo monográfico, se les pregunto a los encuestados si estos 
tenían  suficiente capacitación para aplicar el CPP, a lo que 37, de los 40 
encuestados respondieron,  que si tienen suficiente capacitación los jueces que 
se encargan de aplicar el CPP  y 3 de los  encuestados manifestaron que los 
jueces no tienen suficiente capacitación para garantizar la aplicación del CPP. 
 
    Así mismo, se les preguntó que si para mejorar la capacidad de los 
jueces que aplican el CPP era necesario que recibieran mas capacitación, los 
40 encuestados coincidieron que si deben recibir más capacitación los jueces 
para mejorar la aplicación del CPP.  En esta pregunta no manifestaron ninguna 
duda en sus respuestas ya que de acuerdo a la vigencia de este nuevo código, 
los encuestados observaron que se hace necesario que los operadores del 
sistema justicia estén en constante capacitación. 
 
 
 
 
 
 
    En el caso de las entrevistas realizadas a los operadores seleccionados, 
existen opiniones diversas acerca de la falta de capacitación integral de los 
jueces que se encargan de aplicar el CPP: “ Dentro de los obstáculos que se 
han observado en la aplicación del CPP, esta el desconocimiento del nuevo 
proceso penal y su manejo, falta jurisprudencia nicaragüense, comentarios, 
consultas sobre el CPP, doctrina nicaragüense, por lo que el juez emite su 
opinión sobre los artículos que aplica, siendo algunas veces controvertidos. Por 
ser un nuevo proceso a medida que avance se irán superando estos 
obstáculos, para lo cual se necesita de capacitación y estudio constante.” 
 
“El problema de la falta de capacitación se debe a que no fue posible 
capacitar en teoría y práctica a un grupo de operadores de justicia  ya 
nombrados en el segundo semestre del 2002. Todos los nuevos 
nombramientos ocurridos en el 2003, han venido a fortalecer  el proceso  y a 
llenar necesidades fundamentales del mismo pero, es necesario retomarlos y 
replicar el proceso de capacitación dado en el 2002.  
Esta tarea ha sido iniciada pero  es necesario concentrar las 
capacitaciones mayormente  en aspectos prácticos  y aminorar en aspectos de 
naturaleza teórica, porque se obtiene de la evaluación que, los problemas 
descritos por cada uno de los actores y su opinión de los demás, esta dirigida  
a aspectos de manejo de la función, subsanables con la herramienta 
propuesta.”27  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3.2.2. Limitaciones en  recursos de  
                    
3.2.2.1.  Personal 
 
    Con  la entrada en vigencia del CPP además de brindar una preparación 
teórica y practica acerca de su aplicación y todo lo que implica un nuevo 
sistema de justicia procesal penal, se tuvo que crear condiciones materiales 
para su aplicación, para lo cual se realizaron remodelaciones internas en los 
juzgados ya existentes en Managua, o sea en el complejo nejapa, que estarían 
a cargo de su desempeño, también se crearon nuevas instalaciones para los 
llamados juzgados de audiencia, en donde se desarrollarían las audiencias 
preliminar e inicial.  
 
    Dentro de las limitaciones existentes se encontró con  la falta de 
personal capacitado en el CPP, ya que al crear nuevas instalaciones se tuvo 
que contratar mas personal pero no lo suficiente para las diversas actividades 
que se realizan en el despacho judicial, aun persiste insuficiencia  de personal 
en cuanto a número y capacitación (personal subalterno al Juez), el personal 
de  secretaría no  ha sido capacitado del mismo modo que los Jueces y su 
aprendizaje  se  ha tornado empírico, con algunas  excepciones, hay juzgados, 
que cuenta con un solo secretario, lo que satura la carga de trabajo en un solo 
empleado.   
 
    Esta situación es similar en varios  despachos que aplican el CPP, por 
ser reducido el personal ocasiona en la mayoría de los casos atraso  en la 
atención a los operadores del sistema, defensores, fiscales, policías, e incluso 
a la ciudadanía.   
 
 
 
                                                                                                                                               
27Proyecto de Reforma y Modernización Normativa, Seminario Evaluativo a seis meses de vigencia del 
Código Procesal Penal,  64-65. 
 
 
 
 
 
 
 
El hecho que no exista una agenda única de coordinación entre los 
diferentes operadores,  sumado a la escasez de personal, ocasiona falta de 
coordinación para una atención eficaz y un desempeño eficiente del trabajo de 
quienes están  a cargo la aplicación del CPP.   
 
    Al respecto la Dra. Yadira Centeno, Presidente de la CSJ, en su 
intervención en la jornada de derecho penal y derecho procesal penal realizado 
en la Universidad  Centroamericana, comenta que uno de los mayores 
obstáculos que va desde la entrada en vigencia y por consiguiente la aplicación 
del CPP, es la falta de operadores de justicia, lo que según ella se ira 
superando a medida que el poder judicial  cuente con  un mejor presupuesto, 
que permita contratar a mas personal y capacitar a los ya existentes y los 
nuevos que se integren.28  
 
3.2.2.2.  Técnicos y Materiales 
 
    En el caso de los recursos técnicos y materiales se hace necesario  
mejorarlos y aumentarlos para un mejor servicio;  con respecto a los medios 
técnicos por ser un sistema oral es necesario la existencia de audio, 
grabadoras todo lo que se requiere para la grabación del juicio oral  que se 
realiza; en relación a  los recursos materiales hace  falta  papelería, equipo 
mobiliario, y  maquinas en óptimo estado que agilicen el trabajo interno en los 
distintos despachos judiciales.  
 
Según un juez de audiencia  “se hace necesario nuevos equipos de 
computadoras, ya que actualmente se trabaja con maquinas de escribir 
mecánica lo que ocasiona cierto retrazo en el trabajo de despacho y de 
                                                 
28 Fuente: Jornadas de derecho penal y derecho procesal penal “La reforma de la justicia penal de 
Nicaragua avances y perspectivas” realizadas en  la Universidad Centroamericana en el mes de 
noviembre del año 2004. 
 
 
 
 
audiencia”, comenta otro juez  “que existen deficiencias  en cuanto a los 
materiales de trabajo, tenemos maquinas de escribir mecánicas obsoletas, no 
 
 
 hay suficiente papelería, cedulas judiciales, pero esto se  debe a que existe 
poco presupuesto.”  
 
    En las encuestas realizadas se preguntó a los encuestados que si 
conocían la existencia de limitados recursos técnicos y materiales que 
dificultaban que los operadores de justicia, y en especial los jueces, 
desempeñaran efectivamente la aplicación del CPP.    
 
    29 de los 40, contestaron que si conocen de ciertas limitaciones; dentro 
de los cuales 13  manifestaron que es necesario mayores y mejores equipos y 
materiales como papelería, cédulas judiciales, equipos para grabar las 
audiencias, computadoras en este caso se continua trabajando con las 
vetustas máquinas mecánicas de escribir que en la mayoría de los casos están 
en pésimo estado y dificulta el trabajo de despacho; 11 encuestados 
mencionaron la falta de infraestructura refiriéndose a la necesidad de que se 
creen locales más amplios para realizar los juicios oral y público  y 5 
expresaron que es necesario que los operadores del nuevo sistema de justicia 
procesal penal tengan más capacitación en el manejo del CPP.   
 
El resto de los 11 encuestados respondieron que no conocen de las 
limitaciones en que se encuentran los distintos operadores para la aplicación 
del CPP. 
 
    En la valoración de las comisiones interinstitucionales departamentales 
sobre la implementación del CPP en los primeros seis meses de vigencia, 
“valoraron que en el caso del poder judicial los recursos materiales sufren  el 
resultado de los recortes presupuestarios: falta de papelería, equipos, aire 
acondicionado, escritorios, cámaras, vehículos, materiales médicos, 
combustibles, etc.  Algunas de estas situaciones apremiantes pueden ser 
 
 
 
 
cubiertas con donativos de los proyectos que  apoyan el proceso, pero no 
pueden resolverlo.” 
 
 
3.2.2.3.  Medios de Transporte 
 
    En lo que respecta a los medios de transporte para realizar las distintas 
actividades de los operadores del sistema y en especial de los jueces, existen  
pocos recursos de movilización, en principio los medios ya existente antes de la 
entrada en vigencia del CPP eran limitados, ahora con su aplicación el poder 
judicial se vio en la necesidad de aumentar el número de unidades de 
vehículos de acuerdo al incremento de los jueces que se desempeñarían con el 
nuevo CPP. 
 
    Esto se debe al reducido presupuesto que tiene la CSJ. También la 
escasez de combustible ocasiona retrasos  en las diligencias que el judicial 
tiene que hacer para los casos en que se requiere visitas fuera del complejo 
judicial, inspecciones, entre otros.   
 
Claro está  que con esta limitante no significa de que no se realicen las 
diligencias que se deben realizar,  lo que provoca esta situación es retardación 
en la administración de justicia, ya que al no haber suficiente equipo de 
transporte,  las diligencias se postergan y practican  fuera de los tiempos que la 
ley establece o simplemente por pasarse del término no debe de dejar libre al 
procesado, ocasionando muchas veces indefensión a la victima, esto es 
cuando las razones son ajenas a la voluntad de trabajo y servicio de los 
operadores pero cuando interviene voluntad de una de ellas existen normas 
procesales que regulan estas situaciones.  
 
    Dentro de las encuestas realizadas se les  preguntó a los encuestados si 
existía dificultad con los medios de transporte a la hora de realizar las distintas 
diligencias que conlleva un proceso penal; de los 40, 26 respondieron 
afirmativamente, ya que en muchas ocasiones no hay combustible o vehículo 
 
 
 
 
para movilizarse a realizar una inspección, llevar al jurado, si es el caso, al 
lugar de los hechos, entre otras dificultades;  7 encuestados expresaron que no  
 
 
existía ninguna dificultad que impidiera realizar las respectivas diligencias y 7 
encuestados expresaron que eran  mas o menos las situaciones que se 
presentaban en que se pasaba apuro para realizar dichas diligencias. 
 
3.2.2.4.  Infraestructura 
 
    Al entrar en vigencia el CPP, y siendo este un procedimiento distinto al 
que establecía el código de instrucción criminal, de un sistema semisecreto, 
inquisitivo a uno publico y donde predomina la oralidad, se tuvo que crear 
nuevas instalaciones para que los jueces y los demás operadores pudieran 
trabajar adecuadamente con lo que establece el CPP, es así que en el 
complejo Nejapa se crearon los: juzgados de distrito de lo penal de juicio (2do., 
4to., 7mo., 8vo., y 6to.) antes  quienes se realizaban durante los primeros seis 
meses las distintas audiencias del proceso acusatorio.   
 
    Debido a la carga de trabajo, la  CSJ decidió mediante acuerdo crear 
cinco juzgados de distrito  de lo penal de audiencias (2do., 4to., 7mo., 8vo., y 
6to.) para que estos conocieran de las dos primeras etapas del proceso 
(audiencia preliminar y audiencia inicial), 3 juzgados de distrito de ejecución y 
vigilancia penitenciaria y 2 juzgados de distrito penal de adolescente. 
  
Sin embargo no es suficiente, se hace necesaria la creación de nuevas 
instalaciones tanto para juicio como atención en despacho judicial, así como 
mejorar las ya existentes, para tener una idea general del asunto dentro de las 
encuestas realizadas se preguntó a los encuestados si los locales prestaban 
las condiciones elementales para el desarrollo de los juicios orales y públicos, a 
lo que 19 de los 40 manifestaron que estos locales no presentan las 
condiciones  elementales,  algunos porque son pequeños, no da abasto al 
público, no existe un apartado especial para los testigos tanto de la defensa 
 
 
 
 
como de la fiscalía,   13 dijeron que las condiciones son mas o menos, no son 
las mas optimas pero tampoco paupérrimas  y  8 expresaron que los locales  
 
 
utilizados si ofrecen las condiciones elementales para la realización de dichas 
actividades. 
 
    Con el propósito de darle continuidad a las apreciaciones de los 
encuestados respecto a las condiciones de infraestructura se les preguntó si 
estas instalaciones deberían ser mejoradas a lo que 37, de los 40, 
respondieron que se  mejoren las instalaciones creando así condiciones mas 
adecuadas para la realización de los juicios orales  y 3 de los encuestados 
expresaron que no era necesario mejorar las instalaciones actuales. 
 
3.2.3. Mentalidad Inquisitiva 
 
    La cultura consiste en una serie de   interpretaciones y  respuestas que 
los hombres hacen  y dan a la realidad en que viven. De una manera muy 
general, cultura puede ser todo lo que el hombre o  un grupo social 
determinado hace, por qué lo hace y  como lo explica. La cultura propicia una 
cosmovisión, es decir una forma de ver, entender y explicar el mundo en que 
se vive.  
 
Todo ser humano, por el hecho de serlo y de vivir en un grupo social 
tiene una manera de ser y de hacer, de reaccionar. Esta concepción pertenece 
a un grupo social en un tiempo y lugar  determinado. Así, por ejemplo,  hay una 
cultura occidental, una cultura indígena, una cultura  democrática, una cultura 
de paz, etc. 
 
    Se debe entender que cultura inquisitiva es, como se deriva del adjetivo 
que la califica, una manera de ser derivada de la imposición forzada de una 
manera de ser o creer.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Esta intolerancia y la confusión del poder espiritual y material llevaron a 
la persecución y castigo  cruel de personas, tal como lo cuenta Voltaire  en su 
Diccionario Filosófico y Michael Foucoul   en su obra Vigilar y Castigar.                           
 
    La mentalidad inquisitiva es entendida como la conducta, 
comportamiento autoritario del que imparte justicia, en este caso  el juez se 
convierte en juez y acusador al mismo tiempo,  se encarga de realizar las 
investigaciones del caso que debe resolver, dejándose en indefinición al 
procesado por contaminarse el juez con las pruebas que el mismo se encarga 
de recabar para la respectiva acusación teniendo así una apreciación personal 
de los hechos imposibilitándose la imparcialidad a la hora de aplicar el derecho 
e impartir justicia y darle a cada quien lo suyo.  
 
Esta mentalidad proviene del propio sistema que en si es “el desechado 
procedimiento penal en que los jueces podían rebasar en la condena la 
acusación; y aun prescindir de estar investigando y fallando sin mas.” 29 
 
    En las encuestas realizadas para conocer la apreciación de los 
encuestados acerca de este nuevo sistema con relación al anterior de cómo es 
la actitud de los jueces a la hora de impartir justicia, se les preguntó si 
consideraban si éstos continuaban con una mentalidad inquisitiva que 
obstaculiza la aplicación del código procesal penal.   
     
De los 40, 26 contestaron afirmativamente y 14 expresaron que la 
mentalidad inquisitiva no la continuaban los jueces.  Al respecto,  la Dra. Yadira 
Centeno, presidenta de la CSJ, comenta: todavía “existe persistencia de la  
mentalidad inquisitiva por parte de los jueces,” y esta situación no va a cambiar 
de la noche a la mañana, sino que es un proceso largo, en donde el auto 
                                                 
29 Guillermo Cabanellas,  Diccionario Jurídico Elemental,  367. 
 
 
 
 
estudio y  la capacitación  constante son factores determinantes para cambiar 
la actitud que actualmente se mantiene.30 
 
 
3.3. Eficacia de la aplicación del CPP en su primer año de vigencia 
 
    Si en este trabajo se hace énfasis en el primer año de vigencia,  se debe 
a que el sistema de justicia de Nicaragua se encuentra  frente al proceso de 
transformación procesal penal más significativo de la historia. 
 
    Se deja constancia sin embargo que desde el punto de vista del pacto 
social, son las diversas constituciones del país los eventos jurídicos más 
trascendentes. Sin embargo, se resalta que desde la primera Constitución 
Federal de 1824 se establecieron en materia penal una serie de garantías, 
entre ellas la publicidad, la oralidad y las del debido proceso que no podían  ser 
cumplidas con los códigos heredados de la colonia ni el inquisitivo francés de 
1808 y tampoco  con  el Código de Instrucción Criminal patrio  de 1879. 
 
    No se tuvo hasta el actual CPP una legislación ordinaria procesal penal 
que sirviera y respetara  las garantías contenidas hoy en el artículo 33 y 34 
constitucional. Se vive así un sistema de justicia funcionando con la violación 
práctica y ausencia plena de la constitución y los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos ratificados. 
 
    Ese primer año de vigencia y la capacitación de los jueces, con todas 
sus limitaciones, constituye un hito en la  vigencia  de la nueva legislación. 
¿Qué hizo posible con tantas limitaciones, sobrepasar ese primer año de 
aplicación del  CPP? Pues sin duda el esfuerzo de adaptación y capacitación  
 
 
 
                                                 
30 Fuente: Jornadas de derecho penal y derecho procesal penal, La reforma de la justicia penal de 
Nicaragua avances y perspectivas,  realizadas en  la Universidad Centroamericana en el mes de 
noviembre del año 2004. 
 
 
 
 
 
de los jueces de distrito de Nicaragua, del grupo de defensores públicos, 
facilitadores judiciales, los fiscales y de la policía nacional para cumplir, 
aprender y aplicar lo más correctamente la nueva legislación. 
 
    En este sentido se expresa que lo principal fue el aprendizaje 
esencialmente autodidacta  y manejo del código que hicieron los citados 
operadores del sector.  
 
Este esfuerzo personal, sigue siendo la principal forma de capacitación, 
por ello se inicia esta monografía abordando el tema de la capacitación judicial 
y de los  principios constitucionales y procesales , puesto que éstos principios 
son y deben  ser la guía de toda actuación en el nuevo juicio oral, porque de lo 
contrario podría deformarse la nueva legislación por la cultura inquisitiva aún 
dominante, ya que se trata de una concepción y visión del derecho basado en 
la confusión de roles entre jueces, fiscales y policías y en la relevancia de las 
constancias escritas y documentadas que se inclinan a darle valor a lo que así 
se hace constar, aunque lo escrito fijado  no correspondan a la realidad 
 
 La justicia como valor y razón del derecho implica el cumplimiento 
voluntario o, en su caso, coactivo de las normas jurídicas, si esto no ocurre no 
puede cumplir la misión de regular la conducta del hombre en sociedad 
 
  Para serlo  requiere de un derecho penal mínimo, de ciudadanos 
dispuestos a ceñir su conducta a las leyes y de una formación profesional 
adecuada de quienes la  realizan como servicio público. 
    Dentro de los problemas actuales del derecho encontramos serias 
limitaciones en el funcionamiento de la administración de justicia: el aumento 
de la delincuencia, inclinación al derecho penal máximo, poca conciencia 
ciudadana y débil formación profesional.  
 
 
 
 
 
 
 
 
La solución de estos problemas está en la base de las posibilidades de 
desarrollo y consolidación del Estado de derecho. 
 
    La puesta en marcha de la reforma procesal penal es sin duda, la 
transformación más colosal que se está implantando en Nicaragua. La 
inspiración y los principios de la reforma procesal penal nicaragüense, en 
general, son muy beneficiosos para la marcha de la justicia en el país.  
 
Es muy difícil hacer  un balance y juicio absoluto de la eficacia del CPP 
se necesita tiempo de decantación, para valorar en una totalidad su 
implementación, pero a partir de ciertos elementos se puede  valorar los 
resultados obtenidos. 
 
    Es indiscutible el papel fundamental que en el desarrollo de una Nación 
desempeña una administración de justicia eficaz, capaz de garantizar, y 
proteger el orden jurídico social y alcanzar justicia. 
 
    La sociedad exige justicia. Todo individuo quiere vivir en paz con 
tranquilidad y seguridad.  El Estado  tiene dentro de sus atribuciones la 
obligación de administrar justicia, que en este sentido  no es otra cosa que   
resolver con oportunidad y conforme las leyes los conflictos que surgen entre 
las personas; función que les corresponde a los jueces.  
 
    Para poder lograr la justicia y tener paz social es menester que el Estado 
cuente con un ordenamiento jurídico capaz de resolver los conflictos penales y 
que este ordenamiento o ley se ajuste a la realidad social del Estado. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Calamandrei:  
 
Los hombres tienen, ante todo, necesidad de vivir en paz; pero si no hay 
justicia, es inútil esperar la paz. Por eso no debiera haber ningún servicio 
público al que el Estado dedicara tantos cuidados.31 
 
    La eficacia de un CPP puede medirse  a través del número de casos 
resueltos en los juzgados de distrito penal, además por la restauración de la 
convivencia pacifica y armónica de una sociedad, en nuestro caso de la 
sociedad nicaragüense. 
 
    Son innumerables los beneficios como la reducción de plazos, mayor 
protección a la libertad personal entre muchos otros que los sujetos y partes 
procesales tienen en  el nuevo Código procesal penal lo que ayuda a garantizar 
su eficacia, pues las bases del CPP se encuentran recogidas en la Constitución 
Política de 1987 y sus reformas. 
 
    Si bien es cierto que la implementación del sistema oral y público ha 
constituido un cambio radical en la cultura jurídica nicaragüense no puede 
pasar por alto el esfuerzo, empeño y constancia de los jueces que operan la 
justicia penal nicaragüense, quienes han dedicado tiempo, voluntad y  recursos 
económicos en la ardua tarea de aprendizaje del CPP a través de las tres 
especializaciones coordinadas por la Corte Suprema de Justicia, e 
innumerables capacitaciones.   
  
    La eficacia del CPP esta relacionada con muchos factores como el de la 
capacitación como elemento fundamental para la misma, si los jueces han sido 
capacitados correctamente, conocen y comprenden los principios y el nuevo 
proceso de su  implementación. 
 
 
 
                                                 
31 F. Carnelutti,  Cómo se hace un proceso,  157. 
 
 
 
 
    La Capacitación judicial es fundamental en la eficaz aplicación del CPP, 
le brinda elementos al juez para desempeñar su cargo, además no se puede 
olvidar que la capacitación a través de la educación: 
 
 es el mejor camino en el mejoramiento del individuo, para disminuir 
desigualdades, aumentar la riqueza de la comunidad y vivir conforme la 
razón y el derecho. 
 
 inculca conocimientos y valores para prepararse para la vida y el trabajo, 
pero también para aprender valores de cooperación y convivencia. 
 
 comienza en casa y de ellas es responsable, la familia, las 
organizaciones comunitarias, toda la sociedad y, sobre todo, el Estado. 
 
 es necesario cambiar las formas de enseñanza tradicional basadas en el 
aprendizaje  de memoria y la competitividad exclusiva. 
 
 no es trasladar datos que se aprenden de memoria. 
 
 debido a la evolución acelerada del conocimiento y a la creciente 
necesidad de información, exige una preparación constante y 
permanente. 
 
 el aprendizaje implica manejar y seleccionar información,  adquirir 
sentido crítico y  los mecanismos para utilizar el conocimiento en la vida 
y la profesión. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 comprende el aprendizaje y desarrollo de diversas actividades mentales 
y disposiciones psicológicas. Implica el agudizamiento de la percepción, 
la amplitud del vocabulario y la expresión correcta, técnicas de la 
memoria, aplicación del análisis, síntesis, deducción e inducción del 
sentido común, inclinación a la curiosidad, la crítica, el escepticismo, 
habilidad para formar asociaciones, y la creación de hábitos como la 
perseverancia, la disciplina y el autocontrol. 
 
    El objetivo final de la educación es mejorar el mundo, la vida individual y 
colectiva. Por eso, la filosofía la define como la preparación personal para la 
realización completa de la vida. 
 
La  Escuela Judicial32 en su labor de preparar a todos los funcionarios 
judiciales y muy especialmente a los jueces por ser estos los garantes de 
justicia ha realizado postgrados conteniendo en sus programas los siguientes 
módulos: evolución histórica del derecho procesal penal, principios y garantías 
procesales, principio de oportunidad, jurisdicción y competencia, acciones 
procesales, las partes procesales y sus auxiliares, actos procesales, medidas 
cautelares, la prueba, juicio oral y público --delitos graves, delitos menos 
graves y faltas penales--, práctica del juicio oral y público, fallos, sentencia y 
medios de impugnación, procedimientos especiales y ejecución de sentencias. 
 
 De manera general el contenido de los programas  es suficiente para 
dar a conocer el nuevo código, pero se necesita desglosar con mayor 
minuciosidad el mismo es decir ampliar   los temas, como el respeto a  las 
garantías procesales, los facilitadores judiciales rurales, los plazos y otros. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
32 Fuente: I Postgrado en Derecho Procesal Penal, Escuela Judicial  de la CSJ, año 2003.  
 
 
 
 
Dentro de las actividades de capacitación ejecutadas en el período del  
2003 por la  Escuela  Judicial33 se encuentran: el curso introductorio del CPP 
dirigido a jueces locales únicos, jueces locales de lo penal, jueces de distrito de 
lo penal,  jueces suplentes locales únicos, locales y de distrito  de lo penal, 
jueces de audiencia, jueces de ejecución,  magistrados del tribunal de 
apelaciones, secretarios de actuaciones, secretario de sala penal del tribunal 
de apelaciones, secretario de la sala penal de la CSJ, asesores legales del 
Ministerio de Gobernación, abogados litigantes, defensores públicos en las 
circunscripciones: las Segovias, Occidental, Managua, Masaya, Juigalpa, 
Matagalpa, Puerto Cabezas y Bluefields. 
 
3.3.1. Justicia expedita 
 
    El párrafo segundo del artículo 8 CPP establece: toda persona acusada 
en un proceso penal tiene derecho a obtener una resolución en un plazo 
razonable, sin formalismo que  perturben sus garantías constitucionales. 
 
    Además el derecho a una decisión en un plazo razonable se encuentra 
contemplado en la  Convención Americana de los Derechos Humanos artículos 
7.5 y 8.1; el juzgamiento en un plazo razonable ha sido a lo largo de la historia 
una preocupación del hombre. 
 
    Este derecho además de favorecer al imputado tiene que ver con las 
demás partes que intervienen dentro del proceso pues en el código existen 
límites temporales, cuyo incumplimiento puede dar lugar a la extinción de la 
acción penal artículo 134 CPP. 
 
    Duración del proceso. En todo juicio por delitos en el cual exista acusado 
preso por la presunta comisión de un delito grave, se deberá pronunciar 
veredicto o sentencia en un plazo no mayor de tres meses contados a partir de 
la primera audiencia.  
 
                                                 
33 Fuente: Actividades de Capacitación en el período Enero-Diciembre 2003, Escuela Judicial/CSJ. 
 
 
 
 
Si no hay reo detenido, este plazo se elevará a seis meses. Cuando se 
trate de delitos menos graves, estos plazos serán de uno y dos meses  
respectivamente. En los juicios por falta deberá recaer resolución en un plazo 
máximo de diez días. 
 
    En cada caso, el tiempo de demora atribuible a la defensa, fuera de los 
plazos legalmente establecidos, interrumpe el cómputo del plazo. Igualmente lo 
interrumpirá el caso fortuito o la fuerza mayor. 
 
    Si transcurridos los plazos señalados para el proceso penal con acusado 
detenido, no ha recaído veredicto o sentencia, el juez ordenará la inmediata 
libertad del acusado y la continuación del proceso; si transcurren los plazos 
señalados para el proceso penal sin acusado detenido, sin que se hubiere 
pronunciado  veredicto o sentencia,  se extinguirá la acción penal y el juez 
decretará el sobreseimiento de la causa. El acusado puede renunciar a este 
derecho expresamente solicitando una extensión de este plazo. 
 
    La libertad, la igualdad, la  seguridad jurídica, la justicia pronta y expedita 
y la creación de condiciones económicas, políticas y sociales para el desarrollo 
integral de las personas, se hacen imprescindible para la convivencia pacifica 
de un Estado democrático. 
 
    En el CPP en relación a  los derechos constitucionales en la persecución 
de delitos y la de protección de los bienes jurídicos tutelados penalmente, el 
aumento de la delincuencia y los efectos de devastación moral, política, así 
como la incertidumbre jurídica que produce la impunidad, propiciaron entonces 
que se tornara de carácter prioritario la transformación del sistema penal, como 
requisito de funcionamiento democrático. Movimiento que planteó inicialmente, 
además un nuevo código penal y una ley del sistema penitenciario, 
posteriormente se ha sumado como necesaria una ley de carrera judicial, para 
asegurar independencia e imparcialidad en la aplicación de la justicia. 
 
 
 
 
 
 
 
    Los recientes códigos procesales penales de América Latina responden 
a los ideales y a las exigencias de una democracia, a la constitucionalización 
de los procedimientos y a asegurar los deberes asumidos por el Estado 
democrático. Estos propósitos se aprecian en las exposiciones de motivos. 
 
    Hay diversos índices que señalan el éxito, o más bien confirman el hito 
de un año de la reforma penal en Nicaragua y que determinan pasos que 
pueden servir de ejemplo para otros procesos de reforma penal, veamos:  
 
    En lo Político: el CPP de El Salvador,  ha sufrido tantas reformas que 
se puede decir que no es el mismo que fue dictado y  puede afirmarse que se 
ha retornado al sistema inquisitivo; del acusatorio solo queda el debate oral y 
público y con muchas formalidades.  
 
La fortaleza del CPP de Nicaragua  queda comprobada con el hecho de 
que en  la Asamblea Nacional no se ha producido ninguna  reforma o 
modificación de las normas que integran dicha ley.  
 
    La implementación ha sido un proceso preclusivo, se postergó la entrada 
en vigencia del sistema acusatorio a los procesos por delitos menos graves, 
programada para el 24 de diciembre del 2004.  Estas dos situaciones, la falta 
de modificaciones parciales y la entrada en vigencia como se tenía prevista de 
la segunda etapa de reforma procesal, son factores  que expresan claramente 
que el CPP de Nicaragua aprendió y adoptó decisiones creativas congruentes 
para evitar los errores  de los otros países. 
 
    Cabe destacar que Nicaragua tiene una política criminal distinta a los 
países hermanos que han optado por las medidas represivas y de derecho 
penal máximo,  como puede verse en las reacciones frente a la delincuencia y  
las pandillas juveniles.  
 
 
 
 
 
 
 
 
    Guatemala, El Salvador y Honduras otorgaron medidas procesales y 
penales que conceden espacios de actuación policial y de persecución penal 
contrarios a los preceptos constitucionales y los tratados y acuerdos 
internacionales, así como también modificaron sus códigos penales para 
agravar las penas y crear figuras delictivas propias del derecho penal de autor, 
Nicaragua, al contrario, ha adoptado medidas de prevención de delitos y 
enfrentado la delincuencia mediante la justicia pronta y publica que constituye 
un verdadero freno a la impunidad. 
 
    En lo Académico: desde el 2002 las facultades de derecho de las 
universidades de Nicaragua conformaron la Comisión Académica Nacional de 
Derecho, apoyaron la reforma penal y adoptaron entre otras las siguientes 
medidas: preparar catedráticos para impartir los cursos de derecho procesal 
penal, apoyar el proceso de aprobación del CPP, elaborar programas 
unificados en la materia, realizar post grados en derecho penal y procesal 
penal. 
 
    Casi todas las facultades han impartido especialidades en derecho 
procesal penal  tanto en Managua como en el interior del país, puede decirse 
que todos los estudiantes de derecho del país han participado o tenido 
oportunidad de participar en dichas actividades académicas.  Mientras la 
Universidad  Centroamericana, creó además, una prestigiosa  maestría de 
derecho penal y procesal penal, con la participación de las Universidades de 
Alcalá de Henares y Jaime Primero de Castellón, España.  
 
    En casi todas las universidades del país se han desarrollado talleres, 
seminarios, conferencias de conocimiento y aplicación del CPP, así mismo se 
han escrito numerosos manuales y folletos, entre los que destacan el Código 
Procesal Penal comentado y concordado, siendo uno de sus autores el doctor   
Marvin Aguilar García, magistrado de la  CSJ y miembro de la Comisión 
Técnica  de implementación del CPP, así como  la  Revista Jurídica de la  UCA, 
cuyo primer número se refiere exclusivamente a  la  reforma procesal penal. 
  
 
 
 
 
 
    El aval académico del CPP por las facultades de derecho expresa la 
calidad de la obra legislativa  y, desde luego, al año de vigencia puede decirse 
que en el país se conformaron  las bases de un movimiento nacional de 
transformación académica y cultural, científica y técnica en materia procesal, lo 
que ha venido a remozar y reformar  el área de investigación científica del 
derecho y la docencia  en Nicaragua. 
 
    CONADER suscribió un convenio con la Universidad Jaime Primero de 
Castellón, España para que sus catedráticos y abogados de asociaciones 
litigantes y de Organizaciones no gubernamentales de una especialidad en 
Derecho Penal.  
 
    En la práctica Forense: en Nicaragua existen seis asociaciones de 
abogados que históricamente habían estado separadas, cuando no 
confrontadas  y respondían  a ideologías políticas o movimientos orientados 
hacia fines gremiales específicos.  
  
 Estas asociaciones son: la Barra de abogados, la Asociación de juristas 
democráticos de Nicaragua, la Asociación de mujeres juristas de Nicaragua, la 
Asociación de abogados de Nicaragua, la Asociación de juristas y abogados 
litigantes de Nicaragua y la Asociación de profesionales del derecho. 
 
    La reforma procesal penal sirvió para unificarlas. En efecto, primero casi 
todas realizaron con el apoyo del Proyecto de Modernización Normativa una 
serie de conferencias, charlas, talleres y seminarios sobre la reforma procesal 
penal y están en proceso de transformación del Colegio de Abogados.  
 
Una gran mayoría de abogados de Nicaragua han podido participar en 
cursos y seminarios, charlas y conferencias.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    En lo Social: la ausencia de críticas   de fondo y objetivamente 
sustentados, la falta  de noticias relativas  a defectos  atribuidos al código en 
los medios de comunicación social, cuya participación en el impulso de la 
democracia y el enfrentamiento a la corrupción y otros males que afectan el 
desarrollo del país,  constituyen una referencia objetiva para afirmar que el 
primer  año de vigencia del CPP ha sido y es una de las transformaciones 
jurídicas y sociales mas positivas de los últimos años, después de la 
Constitución Política de la República de Nicaragua. Por el contrario el cúmulo 
creciente  de noticias diarias sobre el sistema de justicia,  ahora abierto a la 
publicidad y que deja abierto todos los espacios para el conocimiento  de las 
razones y motivos de los actos procesales, ha facilitado enormemente la 
difusión de información de los hechos  relacionados a la justicia.         
 
    Al inicio del proceso reformador, sobre todo durante el proceso de 
creación legislativa de la ley número 406 de la  Asamblea Nacional, movidos 
por los limitados logros de la reforma en los países hermanos, excepto Costa 
Rica, así como por un minúsculo grupo de abogados sin representatividad, 
pero influyente, que se movían por  intereses propios  o por temor al cambio en 
los reglas del litigio penal, hubo cierta oposición  a la reforma, por el temor al 
cambio natural en los  grupo de abogados litigantes. 
 
    Otra manifestación de aceptación social del CPP se da en el caso de los 
jurados. Con el nuevo sistema se estableció un  procedimiento efectivo para 
que los ciudadanos participen por lo menos una vez en un año como jurados 
en un caso penal por delitos menos graves.  
 
    Al principio esta figura y las reglas de convocatoria de ciudadanos se 
pensó que iban a producir la debacle del sistema porque para convocar a 12 
ciudadanos debían citarse a más de cincuenta personas. Los notificados no se 
daban abasto y esto se debía no solo al temor de las personas sino a las 
desfasadas  e incorrectas listas del padrón electoral.  
 
 
 
 
 
 
 
Hoy el problema es otro, es económico la Corte no tiene presupuesto 
para pagar a los miembros que conforman el jurado, aunque el número de 
citados ha disminuido  por lo general es suficiente citar a  15 personas.  
     
Lo anterior implica que los ciudadanos han decidido o aprendido la 
importancia de su participación en la justicia. Hay ya conciencia ciudadana 
sobre la diferencia del sistema de jurados anterior y el actual, cuyas ventajas y 
procedimientos de selección son múltiples, entre ellas se garantiza la 
imparcialidad.  
 
Desde luego no hay sistema de jurados en el mundo en el que no pueda 
generarse una absolución por piedad o simpatía o una condena por  aversión o 
antipatía, pero es mejor que se equivoque un pueblo a que lo haga un juez y el 
sistema de jurados además limita las arbitrariedades o errores  judiciales, lo 
que tampoco quiere decir  que en dicha institución no los hayan, aunque se 
espera sean menos  al ser tribunal colegiado.           
 
    El CPP ha logrado en la práctica una verdadera justicia penal pronta y 
cumplida. Este logro se debe circunscribir estrictamente a los casos que 
ingresan  conforme el  artículo 254 CPP a los tribunales de justicia.   
     
Es decir que la justicia es cumplida y rápida en todos los procesos 
penales, aquellos que inician con acusación del ministerio público y que dan 
lugar a la primera audiencia (preliminar o inicial, según el caso). En estos 
casos, los procesos son tramitados y concluidos ineludiblemente  porque de lo 
contrario de no ser resueltos mediante sentencia, sobreseimiento  en los plazos 
establecidos se produce la extinción de la acción penal según el Art. 72 inciso 
8.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    Cabe decir que la cumplida fórmula de justicia pronta no radica en la 
voluntad de los jueces para decidir o en la de los fiscales para acusar, sino en 
los controles efectivos establecidos en el CPP a favor de la defensa que puede 
interponer el vencimiento de los plazos establecidos en el artículo 134 como 
excepción Art. 69, cuestión de nulidad, Art. 164 o petición de sobreseimiento  
155.  
   
Queda  comprobado que el respeto de la ley se produce cuando existen 
reglas claras que fijan y determina el alcance, las limitaciones, los tiempos y las  
consecuencias de  las facultades y derechos, de las potestades y los poderes, 
como bien puede observarse en este caso el que es una muestra eficiente del 
funcionamiento de los pesos y contrapesos del sistema republicano de 
gobierno.   Pero al contrario de las normas que regulan la división de poderes, 
se dejó claro la consecuencia y la facultad del afectado   por el incumplimiento, 
la inobservancia de la facultad de juzgar.  
 
    En cuanto a las  denuncias presentadas a la Policía  Nacional o al MP 
que no son transformadas en acusaciones, aún en las que hay causa o 
fundamento para hacerlo, hay que manifestar que ocurre todo lo contrario, ha 
aumentado el numero de casos sin resolver o mas bien se incrementó el cierre 
del acceso de la justicia a las víctimas por  la simple y sencilla razón de que 
tanto los policías como los fiscales no pueden atender por la debilidad de sus 
instituciones,  todo el alto número de casos denunciados.   
 
    Esta situación anómala que hace una justicia para casos flagrantes 
graves y casos muy graves, no se debe al CPP sino a una interpretación  de la 
Corte Suprema de Justicia, que en una circular, interpretó, que   existía el 
monopolio de la acción penal.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Esta situación  ha  sido percibida e interpretada  por operadores del 
sistema de justicia penal,  de forma absoluta, lo cual no puede ser de  tal 
manera, por cuanto el mismo CPP prevé el derecho de acción de la víctima  
cuando el MP  declina  ejercer  la acción penal.   
 
    Este  aspecto, entre otros,   es  importante  en la discusión  para  
retomarlo  en las capacitaciones  a Jueces, a fin de que  no le sea vedado el 
Derecho a las victimas en búsqueda de una tutela efectiva  del Estado. Esta 
interpretación está sustentada en el artículo que se refiere al acusador 
particular, Art. 78.3 CPP.  El  cual establece que puede presentar acusación 
cuando el fiscal no lo haga.  
 
    Dicha interpretación afecta el derecho constitucional de la víctima a ser 
tenida como parte en los procesos penales artículo constitucional 34 último 
párrafo, lesiona el derecho a la justicia como derecho humano y obligación 
primera del Estado, Art. 5 constitucional  y deja afuera los casos en los que la 
víctima no denuncia sino que acusa directamente con el auxilio de un abogado.   
 
    La existencia de un rezago o presa de denuncias que difícilmente por el 
cúmulo de trabajo y las dificultades para investigar y acusar por falta de 
personal, provocado por una interpretación ajena al CPP ha causado un grave 
problema, que desde luego ira resolviéndose en la medida en que se 
fortalezcan las instituciones, pero que en todo caso dejará al margen gran 
número de hechos delictivos porque esta ocurriendo  que se ha cerrado la 
puerta a la actuación de las víctimas en los delitos graves.  
 
La razón de la justificación del  MP es entendible, no es lo mismo  un 
delito grave que uno menos grave, pero igual puede pasar que una acusación 
por un delito menos grave oculte un  delito grave.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    3.3.2.  Mayor número de resolución de casos 
              
    El éxito de Nicaragua, no se debe como podría creerse a las técnicas de 
debate  o las habilidades o destrezas de los participantes en las audiencias 
públicas.  Se debe a que el proceso es menos formalista y que se llega a juicio 
oral con fluidez porque se trata de acercar lo más pronto posible el hecho al 
jurado o juez técnico para que resuelva.  
 
    Según el CPP por lo menos en 10 días podría producirse un juicio oral y 
público, como puede verse en el artículo 251 que establece que el proceso  
puede comenzar con audiencia inicial si la acusación es fundada y se produce 
el intercambio de pruebas en la primera comparecencia del acusado que lo 
hace con defensor. Entonces el juez puede convocar directamente a juicio oral 
y si no hay audiencia de intercambio de pruebas tendremos teóricamente un 
debate en diez días. 
  
 El promedio de días entre la fecha de denuncia y presentación de la 
acusación es de 112 días, siendo el máximo menor de 19 días y el máximo 
mayor de 344 días.  En cambio el promedio de días entre la fecha de 
presentación de la acusación ante los juzgados y el día que se dicta sentencia 
es de 106 días, siendo el número menor de 5 días y el máximo de 342 días. 34 
 
    El problema del número de audiencias no esta en el código, este ocurre 
por el número creciente de casos que tienen los jueces de juicio y que los 
obliga a fijar audiencias hasta el limite de los tres meses o seis que tienen 
conforme el 134 CPP, esta es una práctica indebida y complicada puesto que 
los jueces están en el filo de la navaja ya  que de producirse algún rezago 
deben dejar en libertad al acusado para continuar el tramite de un delito grave y 
este puede fugarse o puede  producirse la extinción de la acción penal. 
 
     
 
                                                 
34 Carmen Rodríguez, Más de 6 años modernizando la justicia nicaragüense, 27-28. 
 
 
 
 
Otro problema radica en que los abogados pueden en un medio de 
origen cultural inquisitivo inclinarse a detener a los procesos por aspectos de 
forma, y aunque en estos casos el tiempo  no cuenta según el citado artículo 
pueden encontrar mecanismos en los que quien se retrase sea el tribunal o el 
MP. Este problema solo puede solucionarse con la guía de los principios de la 
oralidad y puede decirse que en la práctica están limitados gracias a la actitud 
práctica que predomina  en la  judicatura.  
 
    El número alto de casos más el número limitado de jueces de sentencia,  
implica un problema ajeno a la legislación pero que puede resolverse con una 
mejor aplicación del principio de oportunidad, especialmente el acuerdo (Art.61 
CPP). En la medida que ingresen los jueces que conocen del viejo sistema 
podrá en lo inmediato resolverse en parte este problema. El viejo sistema 
inquisitivo no resolvía los casos penales, por regla los estancaba, el alto 
número de casos que quedaron en proceso en los juzgados de distrito de lo 
penal   solo en Managua  lo demuestra.35  
 
    Como ya se ha expresado, el nuevo sistema por los controles de plazo 
señalados produce como consecuencia que los procesos, todos se resuelven, 
al extremo que puede decirse que no queda uno en un limbo para resolver, si 
se cambiara el sistema ahora para volver al pasado encontraríamos que en los 
tribunales de justicia  no existe rezago,  o casos archivados  que los procesos 
se cumplen en el plazo.  
 
      Esto quiere decir que todos los casos que ingresan al sistema de justicia 
como procesos iniciados con acusación tienen una salida legal y por lo mismo 
encontramos una solución del conflicto, en el sentido de que la justicia se 
pronuncia sobre el mismo, decidiéndolo, concertándolo o  concluyéndolo  por 
algún obstáculo que impide pronunciarse, pero no tendremos un caso 
archivado, detenido o sin procesar. 
 
 
                                                 
35 Fuente: Según inventario quedaron en proceso  un promedio de 18629 causas correspondiente al año 
1996 hasta el mes de octubre del año 2002. Departamento de Estadísticas Judiciales de la CSJ. 
 
 
 
 
    Desde ese enfoque existe un mayor número de casos resueltos que en  
el sistema inquisitivo, antes se dictaban un promedio de 396 sentencias por los 
jueces en causas por delitos graves, hoy un promedio de 828 solo en 
Managua,36  se recuerda que son sentencias todas las resoluciones que le 
ponen fin al proceso Art. 151 CPP. 
 
3.3.3. La  transparencia de la   administración de justicia           
 
    Un juez capacitado en técnicas jurídicas y  oralidad  con este nuevo 
sistema de audiencias públicas transformó la forma de hacer justicia en 
Nicaragua, en donde cambió hasta el esquema de la oficina judicial, porque 
ahora el juez está frente a las partes, no coadyuvante  de una u otra, sino 
director y contralor  del proceso y garantías, pero en principio  decisor en el 
conflicto. 
 
    Los jueces están obligados a dirigir la audiencia entre las partes y los 
debates en atmósfera de oralidad, donde todo lo que se hace y dice están a la 
vista de las partes y del público que quiera asistir. 
 
    El sistema ha garantizado por los principios y procedimientos, la 
transparencia. No es solo que la sociedad se haya transformado en el juez de 
los jueces sino que estos deben proceder de tal manera que han de explicar 
sus fallos no dirigidos precisamente para convencer a otros, sino para explicar 
y fundar las razones de su decisión. 
 
    El peligro ha enfrentar son los prejuicios  de la sociedad de ciertos casos 
y la influencia de la prensa que tiende a emitir opiniones que quiere que los 
jueces consideren y que  son ajenos o pueden ser  al proceso o lo probado y 
alegado por las partes.  
 
  
 
                                                 
36 Fuentes: Departamento de Estadísticas Judiciales y Departamento de Seguimiento de Causas Penales de 
 
 
 
 
Una opinión no necesita pruebas o fundamentos, un juicio requiere la 
reconstrucción de la verdad con base a pruebas lícitas, presentadas y 
discutidas en el debate. Sin embargo este peligro no ha invadido o sustituido la 
función judicial, que esta sometida, como todo lo que ocurre en democracia a la 
critica social y a los recursos judiciales para revisar los fallos.  
 
    De nuevo se puede decir que la transparencia no depende de la 
voluntad del juez o de la autoridades judiciales, sino del procedimiento que 
obliga a los jueces a actuar en audiencias públicas, las que solo pueden ser 
privadas en los casos en que se afecta la decencia, la dignidad o la intimidad 
de las partes, si se trata de un menor de edad o de un asunto cuya privacidad 
interesa al Estado por razones de seguridad (artículo 285 CPP). 
 
    La forma es clara, el juez con la asistencia del secretario, frente a las 
partes y los órganos de prueba, salvo el momento en que los peritos o testigos 
deben estar incomunicados antes de su declaración para evitar incidencias, 
argumentaciones diferentes a lo dictaminado o presenciado, y el público, en 
presencia del defensor y del fiscal, discuten, prueban., alegan, concluyen sobre 
un hecho concreto y el juez dicta sus resoluciones o el veredicto de los jurados 
en presencia de todos los asistentes. 
 
    Las actas judiciales, para evitar el dictado y la inclinación inquisitiva a 
dar predominio a lo escrito o documentado son solo resúmenes,  actas en las 
actuaciones procesales.  
 
A los abogados de las partes se les prohíbe  leer alegatos y 
conclusiones, solo pueden leer datos igual ocurre con los peritos (artículo 287 
CPP);  por escrito únicamente se presentan las solicitudes y peticiones que se 
derivan de notificaciones o circunstancias  fuera de audiencia. 
 
 
 
                                                                                                                                               
la CSJ. 
 
 
 
 
 
 
Los escritos al juez son escasos y son: la acusación, Art. 77, los 
recursos de apelación y casación artículos 376, 380 y 387 CPP,  el intercambio 
de prueba entre las partes Art. 269,  excepciones, nulidades, sobreseimientos y 
cualquier otra petición del abogado como recusaciones, se pueden plantear 
cuando ya ha pasado la audiencia para que se realice otra o pidiendo una 
nueva audiencia.   
 
La regla es que cualquier petición debe hacer directamente al juez en 
audiencia y si se está fuera es para que el juez convoque a una, donde  
resuelve lo requerido, previo escuchar a la otra parte y recibir las pruebas si no 
es un asunto de pleno derecho. 
 
    El éxito del CPP de nuevo, queda a la vista, fue no dejar  a la 
disponibilidad del juez o las partes los procedimientos, sino fijar reglas claras y 
sencillas bajo control recíproco. Si un juez se entrevista  aisladamente con una 
parte puede  caer en parcialidad y ser recusado, una audiencia sin la otra parte 
no tiene, por regla, validez, y esto solo ocurre si se renuncia al derecho.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CONCLUSIONES 
 
 
    Se ha venido transformando la justicia en Nicaragua. Esta tarea ha 
requerido de la voluntad y el esfuerzo de los jueces de distrito de lo penal; de 
audiencia,  de juicio y de ejecución y vigilancia penitenciaria,  en el primer año 
de implementación.   La gradualidad de la reforma fue concebida para asegurar 
el cambio y un procedimiento que respetara las garantías constitucionales del 
proceso. Para evitar  que lo nuevo fuera atrapado por el viejo sistema se ha 
consolidado el nuevo sistema procesal probando así que es factible hacer 
realidad la Constitución Política. 
 
    Desde luego que la capacitación de los operadores del sector justicia 
incide y ha incidido en la aplicación del CPP, ha sido un elemento fundamental 
y determinante para la misma, a través de la capacitación se ha  logrado un 
mejor  aprendizaje y puesta en práctica del nuevo código. 
 
    Ha servido para adquirir nuevos conocimientos y  aptitudes  que son tan 
necesarias en la correcta aplicación del Código Procesal Penal. La capacitación  
es un elemento que apoya al sistema judicial, ha servido para la  efectiva 
formación del personal judicial, con el fin de mejorar el sistema de 
administración de justicia. 
 
    Pues tanto del personal como de las normas depende la realización de 
la justicia. Las capacitaciones deben partir de los principios del código que 
tienen sus bases en la Constitución Política, son la guía en el ejercicio de las 
atribuciones procesales de los jueces. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    Durante el primer año de vigencia del Código Procesal Penal, los jueces 
de distrito de lo penal; de audiencia, de juicio y de ejecución de sentencia han 
aplicado el CPP de la forma más correcta, apegados a los principios y a los 
nuevos procedimientos, los esfuerzos de éstos por capacitarse es notorio, sin 
duda han habido y hay  problemas, limitaciones, necesidades, deficiencias, 
ningún cambio es fácil, sin embargo las dificultades de la implementación del 
CPP se han ido superando. 
 
    Muchas de las limitantes han sido de actitudes éticas y morales,  las 
restricciones económicas que entorpecen el funcionamiento eficaz y eficiente  
de la administración judicial, a través de las capacitaciones se  ha logrado dar 
un giro positivo ha esta situación ayudando al cambio de actitudes despóticas 
por democráticas acercando más a los nicaragüenses a un Estado de derecho.  
 
    No se puede determinar de forma absoluta la eficacia del CPP en su 
primer año de implementación por el corto período de vigencia, pero se tienen  
elementos de valoración que permiten afirmar que los resultados obtenidos en 
este primer año de vigencia son satisfactorios, es el único Código Procesal 
Penal centroamericano que no fue reformado en su primer año de vigencia. 
 
    Aunque se han hecho grandes esfuerzos por capacitar, es necesario  
que se den en mayor número y calidad, la incidencia en la implementación del 
CPP es y ha sido indiscutiblemente importante, necesaria y determinante para 
su eficacia.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
RECOMENDACIONES 
 
 
 
 
El Poder Judicial a través de la  Escuela Judicial y en coordinación con  
las distintas Instituciones de estudio superior, nacionales y extranjeras,  
organismos nacionales e internacionales comprometidos  con programas de  
dignificación y fortalecimiento de la justicia  en Nicaragua, asociaciones de 
abogados, sociedad civil en general,  acuerden la realización de cursos de 
capacitación dirigidas a los distintos operadores del sistema, en especial a 
jueces de distrito y jueces locales en mayor número, sistematicidad y 
ampliación de contenidos. 
 
 Temas como : Técnicas de redacción de  sentencias, valoración de 
pruebas, psicológica  judicial,  razonamientos jurídicos, gerencia y gestión de  
despacho,  perspectiva  de  género, ética  judicial, derecho comparado, retórica 
jurídica, historia  y filosofía del derecho con énfasis en el sistema  adversario o 
acusatorio . 
 
Fomentar la capacitación autodidacta, el mejoramiento de las funciones 
judiciales y de la aplicación del CPP es responsabilidad de los jueces, 
adquiriendo mayores conocimientos y habilidades día a día.  
 
Crear mayor conciencia ética profesional en el judicial a quien se le ha 
confiado  impartir justicia por mandato de ley, para ello debe reforzarse la 
formación profesional primaria a través de cursos de capacitación en las 
distintas temáticas que contempla el código. Sean a nivel de cursos, 
especialidades,  post grados, maestrías o doctorados según proceda. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SIGLAS  Y  ABREVIATURAS  UTILIZADAS 
 
 
 
 
Art.                                 Artículo 
 
CAJ/FIU-USAID             Proyecto de Reforma y Modernización Normativa 
 
Cn                                  Constitución Política de la República de Nicaragua 
 
CONADER                     Comisión Académica Nacional de Derecho  
                                        
 
CPP                               Código Procesal Penal de la República de Nicaragua 
 
CSJ                                Corte Suprema de Justicia de Nicaragua 
 
IIDH                                Instituto Interamericano de Derechos Humanos 
 
In.                                   Código de Instrucción Criminal 
 
MP                                  Ministerio Público 
 
Nic.                                 Nicaragua 
 
PN                                  Policía Nacional 
 
UCA                               Universidad Centroamericana 
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ANEXOS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
UNIVERSIDAD CENTROAMERICANA 
UCA 
 
FACULTAD DE CIENCIAS JURIDICAS 
 
ENCUESTA 
 
ORIENTACION: Las bachilleres de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad 
Centroamericana que trabajan en la Monografía: La Capacitación de los jueces del 
departamento de Managua como elemento fundamental en la eficaz aplicación del 
Código Procesal Penal de la República de Nicaragua  en su primer año de vigencia 
2002-2003 como forma de culminación de estudios solicitan su colaboración para 
responder la siguiente encuesta que se le presenta. 
 
 
1. ¿Si Usted ha recibido  Capacitación en el CPP; esta ha sido? 
 
Excelente____              Regular ____           NA ____ 
Buena      ____             Deficiente ____ 
 
2. ¿Diga  si ha recibido Capacitación sobre Técnicas de Oralidad, si su respuesta es 
afirmativa que escala le merece esta capacitación? 
 
Si _____                     Excelente _____                Regular ______ 
No ____                     Buena       _____                Deficiente ____ 
 
3. La Capacitación que Usted ha recibido ha sido financiada de manera: 
  
            Estatal ______                                             No Gubernamental _____ 
            Personal  ____                                             Gratuita _____ 
                                                                                 Señale otra ___________ 
 
4. ¿Considera que los Jueces del departamento de Managua que se encargan de 
garantizar la aplicación del CPP están suficientemente capacitados?  
 
Si ___      Bastante ____    Poco _____    Nada _____         No ____                
 
      5.  ¿Considera que deben recibir mas capacitación los jueces   para  mejorar  la  
           aplicación del CPP?  
 
           Sí _____              No _____ 
           
6. ¿Cree que el nuevo proceso penal ha provocado en los jueces del departamento  
de Managua dificultad en su aplicación?  
 
Sí ____             No ____            Mas o menos _____ 
 
 
 
 
 
 
 
 
         
      7.   ¿Cree usted que el cambio de un sistema procesal penal escrito y semi- 
            secreto a uno oral y público ha contribuido al descongestionamiento de los  
despachos judiciales? 
 
Si _____            No _____        Mas o menos ______ 
      
8. ¿Cree que el Principio de Oportunidad del CPP, que consiste en ofrecer medidas 
alternativas a la persecución penal al acusado previa aprobación del juez 
competente, permite mayor agilidad y celeridad en el proceso? 
 
            Sí _______                 No ________             Tal vez _______ 
 
9.  ¿Considera que con este nuevo sistema de justicia procesal penal se da 
             mayor cumplimiento a los principios y garantías constitucionales?  
  
        Si _____                    No _____                  Mas o menos _____ 
 
10.   ¿Conoce si existen limitados recursos técnicos y materiales que dificultan 
              que los operadores de justicia, en especial los jueces, desempeñen efectiva- 
              mente la aplicación del CPP? Mencione algunos:  
 
              Si ____                      No ____ 
                   
11.   ¿Existe dificultad con los medios de transporte a la hora de realizar las           
              distintas diligencias que conlleva un proceso penal? 
 
  Sí _________                    No __________          Mas o menos ________ 
 
12.   ¿Los locales utilizados para la realización de los juicios orales y los despa- 
              chos judiciales tienen las condiciones elementales? 
 
  Sí _________                    No ___________        Mas o menos _________ 
 
13.   ¿Cree que se necesita mejorar las Instalaciones para la realización del juicio 
              oral?  
 
Si _____                       No _____ 
 
 
14. ¿Considera que los jueces continúan con una Mentalidad Inquisitiva que  
obstaculiza la aplicación  del CPP? 
 
                    Si _____                      No _____ 
                     
 
         
 
                                              Gracias por su colaboración. 
  
 
 
 
 
 
 
 
El cambio de un sistema procesal penal escrito y semi-secreto a 
uno oral y público ha contribuido al descongestionamiento de los 
despachos judiciales
70%
10%
20%
Sí No Más o menos
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El principio de oportunidad del Código Procesal Penal permite mayor 
agilidad y celeridad en el proceso
77%
10%
13%
Sí No Tal véz
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El nuevo sistema de justicia procesal penal da mayor 
cumplimiento a los principios y  garantías 
constitucionales 
84%
5% 8% 3%
Sí No Más o menos No contesto
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Cómo ha sido la capacitación en el CPP recibida 
49%
10%
33%
5% 3%
Excelente Muy Buena Buena Regular NA
 
                                                                                                                                   
Anexo  4 
 
 
 
 
Ha recibido capacitación sobre técnicas de oralidad
55%
45%
Sí No
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La capacitación recibida fue financiada de 
manera:
44%
35%
13%
5% 3%
Estatal Entes no gubernamentales Propios recursos Gratuita NA
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Los jueces del departamento de Managua que se 
encargan de garantizar la aplicación del  CPP estan 
sufientemente capacitados 
92%
8%
Sí No
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Deben recibir más capacitación los jueces para mejorar la 
aplicación del CPP 
100%
Sí
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Existen limitados recursos técnicos y materiales 
que dificulta que los operadores de justicia, en 
especial los jueces, desempeñen efectivamente 
la aplicación del CPP
72%
28%
Sí No
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Existe dificultad con los medios de transporte a la 
hora de realizar las distintas diligencias que conlleva 
un proceso penal
64%
18%
18%
Sí No Más o menos
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Las instalaciones prestan las condiciones elementales para 
el desarrollo de los juicios orales
20%
47%
33%
Sí No Más o menos
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Es necesario mejorar las instalaciones para la 
realización del juicio oral
92%
8%
Sí No
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Los jueces continuan con una mentalidad 
inquisitiva que obstaculiza la aplicación del CPP
65%
35%
Sí No
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